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HONORABLE CÁMARA:







Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a informaros el proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S. E. el Presidente de la República, incluido en la actual convocatoria a Legislatura Extraordinaria de Sesiones, que establece normas para fortalecer la actuación de la Fiscalía Nacional Económica.



El  Ejecutivo hizo presente el trámite de urgencia para esta iniciativa legal, con la calificación de “simple” y cuyo plazo constitucional vence el día 5 de febrero del presente año.



En cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política de la República, la Comisión remitió el proyecto de ley en informe a la Excma. Corte Suprema, la que mediante oficio Nº 3393, de 17 de diciembre pasado, entregó sus observaciones al respecto, señalando que:



“De las normas comprendidas en el proyecto, conforme a la exigencia del citado artículo 74, resulta que la única que debe ser motivo de este informe es el artículo 30-A que establece, en los casos a que dicha norma se refiere, la competencia del juez letrado con jurisdicción en lo criminal que corresponda según las reglas generales.- Respecto de este precepto, este Tribunal no tiene objeción que formular.-



Los demás artículos del proyecto no quedan comprendidos en las materias propias de la ley orgánica de tribunales, conforme a las materias que debe abarcar una ley de este rango.- Así, el artículo 27 letra b) se refiere a la facultad del Fiscal Nacional para comparecer y actuar ante los tribunales; la letra h) acápite 2º del mismo artículo se refiere a normas de procedimiento; lo mismo ocurre con el artículo 29 y con el artículo 2º del proyecto.”



La Comisión, dentro del trámite de audiencia pública contemplado en el artículo 211 del Reglamento de la Corporación escuchó a las siguientes personas, las que entregaron sus observaciones sobre la iniciativa legal y contestaron las consultas que, al respecto, les fueron formuladas por los señores Diputados miembros de ella:



-Ministro Secretario General de la Presidencia, don Juan Villarzú.

-Fiscal Nacional Económico, don Rodrigo Asenjo y sus asesores, los abogados Urbano Marín y doña Paola Herrera.



-Asociación de Funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica, el Presidente don Carlos Smith y el Director don Juan Antonio Rivera. 

-Director Académico del Centro de Economía Aplicada de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, don Eduardo Engel;



-Director del Magister de Economía Financiera del Departamento de Economía de la Facultad de Administración y Economía de la Universidad de Santiago, don Guillermo Patillo



-Académico Investigador del Departamento de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, don Ricardo Paredes. 



-Del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, don Pablo Kangiser y don Tomás Flores.



Asimismo, la Comisión recibió, por escrito, de parte de las siguientes instituciones sus observaciones las que son analizadas en este informe en el acápite de la discusión general:



-Confederación de la Producción y del Comercio.



-Cámara Nacional del Comercio Servicios y Turismo de Chile.





* * * * * * * *





I.-  ANTECEDENTES GENERALES.-





Con el propósito de ubicarnos en el tema analizaremos, en forma somera, la legislación que ha tenido el país respecto de la libre competencia.



Se pueden distinguir claramente períodos que han ido marcando criterios.  En 1930 el país se dio políticas de corte conservador que trajo consigo una fuerte apertura de la economía dejándose de lado cualquier acción de competencia que pudiese existir entre las empresas nacionales y dándose mayor relevancias a los efectos de una competencia externa y que normalice la competencia interna. 



La fuerte depresión económica que en 1930 se hizo presente en el país, obligó al gobierno a cambiar la política económica implementada hasta la fecha, exigiendo al Estado a asumir, tanto el rol productor como el controlador y, por consiguiente, dejar de mano cualquier legislación antimonopolio.



Luego, tenemos la década de 1950, en que la economía se marcó con una fuerte inflación.  El gobierno del momento se hizo asesorar por misiones técnicas internacionales, las que propusieron diversas medidas para enfrentar la situación.  Entre éstas medidas, cabe destacar la propuesta por la misión Klein-Saks, que propuso una política de precios libres, unida a un control a través de una legislación antimonopolios.  Consecuencia de esta recomendación, es la ley Nº 13.305, de 1959, que dio origen a la Ley de Antimonopolios en Chile, la que se inspiró en la similar de los Estados Unidos de Norteamérica, denominada Sherman Act.



En el período de vigencia de este texto legal, 1959 a 1972, se conocieron 121 causas que se tramitaron bajo las normas de esta ley, lo que se considera mínimo.



Las personas que han estudiado el tema, señalan que una de las razones de este escaso uso de las disposiciones legales se debería a lo engorroso  del texto de la ley Nº 13.305, unido a lo anterior, se destaca la falta de una orientación económica a nivel del gobierno de la época.



Consecuencia de todo este proceso, es el decreto ley Nº 211 de 1973 hoy vigente y que refleja la línea económica impuesta por el cambio de gobierno de la fecha.  Este cuerpo legal sigue la tendencia impuesta en la legislación norteamericana.



Dispone este decreto ley que se sancionará al que ejecute o celebre, tanto individual como colectivamente cualquier hecho, acto o convención que impida la libre competencia en las actividades económicas internas como externas.



Luego, se entregan por vía de ejemplo, algunos actos que sanciona el texto legal, como ser:  producción, transporte, comercio, distribución, precios de bienes y servicios, libertad de trabajo y de los trabajadores para organizarse.



Se postula en el nuevo texto un concepto diferente al que guió a la legislación anterior, cual es que el acto ejecutado se debe castigar por el sólo hecho de haber producido daño o entorpecido la libre competencia.



El decreto ley Nº 211, en su artículo 6º, dispone que para la prevención, investigación, corrección y represión de atentados a la libre competencia o de abusos en que incurran quienes ocupen una situación monopólica, existirán los siguientes servicios:





Comisiones Preventivas Regionales.

Comisión Preventiva Central.

Comisión Resolutiva.

Fiscalía Nacional Económica.



Luego en los artículos siguientes se define las atribuciones de cada uno de estos servicios.



Para las Comisiones Preventivas Regionales se dispone que sus funciones serán:



“ARTICULO 8°- Las Comisiones Preventivas Regionales tendrán las siguientes atribuciones y funciones:



a) Absolver consultas acerca de los actos o contratos existentes que podrían infringir las disposiciones de la presente ley;



b) Pronunciarse respecto de las consultas que se

formulen sobre actos o contratos que se propongan ejecutar o celebrar en cuanto puedan alterar la libre competencia.



c) Velar porque dentro de su respectiva jurisdicción se mantenga el juego de la libre competencia y no se cometan abusos de una situación monopólica, pudiendo conocer, de oficio o a petición de cualquiera persona, de toda situación que pudiera alterar dicho libre juego o constituir esos abusos, y proponer los medios para corregirla;



d) Requerir de la Fiscalía la investigación de los actos contrarios a la libre competencia o que pudieren constituir abusos de una situación monopólica;



e) Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos o servicios públicos; de las empresas, entidades o sociedades en que el Estado tenga directa o indirectamente, aporte, representación o participación, y de las municipalidades;



f) Resolver, a petición de la Fiscalía, las medidas preventivas de:

Suspender, hasta por el término de quince días, la aplicación de convenios de reparto de cuotas de producción, de distribución y zonas de mercado o de cualquiera otra índole que pudieren configurar fundadamente alguna de las acciones descritas en los artículos 1° y 2°.



Esta suspensión podrá ser renovada, por una sola vez e igual plazo, a requerimiento del Fiscal.



Fijar dentro de su zona jurisdiccional precios máximos a los bienes y servicios objeto de investigación, por un plazo hasta de quince días, prorrogable por la propia Comisión en resolución fundada, por igual período, y 



g) A requerimiento del Fiscal, solicitar del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción o de cualquier otro organismo o servicio público el ejercicio de sus facultades reguladoras de la actividad económica, con carácter preventivo, a fin de impedir los efectos perjudiciales de los actos que se investigan.



Si la materia sometida al conocimiento de la Comisión Preventiva Regional tuviere carácter nacional o se refiriere a más de una región, ésta deberá abstenerse de su conocimiento y enviar los antecedentes a la Comisión Preventiva Central.”





Para la Comisión Preventiva Central, se señala que sus facultades serán:





“ARTICULO 10°- La Comisión Preventiva Central estará integrada por:



Un representante del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, que la presidirá;

Un representante del Ministro de Hacienda;

Dos profesores universitarios, abogado e ingeniero comercial, respectivamente, designados por el Consejo de Rectores, y

Un representante de las Juntas de Vecinos, elegido por los Presidentes de Uniones Comunales de Juntas de Vecinos de la Región Metropolitana en reunión especialmente convocada al efecto por el Fiscal Nacional.



Las autoridades y organismos respectivos deberán designar un representante titular y otro suplente, quienes permanecerán dos años en sus cargos.



En ausencia del Presidente titular o suplente la Comisión será presidida por el integrante que le siga en el orden de precedencia establecido en este artículo, que se encuentre presente.  El quórum para sesionar será de tres miembros, a lo menos, y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría. En caso de empate, decidirá el voto de quien presida.”



			En el caso de la Comisión Resolutiva, sus deberes serán:



“a) Conocer, de oficio o a solicitud del Fiscal, las situaciones que pudieren constituir infracciones a la presente ley e investigar respecto de ellas, con las más amplias atribuciones, incluida la de requerir el auxilio de la fuerza pública, incluso con facultad de allanamiento y descerrajamiento, la que será concedida sin más trámite; pronunciarse respecto de las mismas situaciones y adoptar, en cada caso, si fuere necesario, una o más de las siguientes resoluciones:

    1) Modificar o poner término a los actos, contratos, convenios, sistemas o acuerdos que sean contrarios a las disposiciones de la presente ley;

 			  2) Ordenar la modificación o disolución de las sociedades, corporaciones y demás personas jurídicas de derecho privado que hubieren intervenido en los actos, contratos, convenios, sistemas o acuerdos a que se refiere el número anterior;

    3) Declarar la inhabilidad temporal de los responsables para ocupar cargos directivos en colegios profesionales o instituciones gremiales, la que podrá regularse de uno a cinco años;

    4) Aplicar multas a beneficio fiscal hasta por una suma equivalente a diez mil unidades tributarias.  Las multas se regularán prudencialmente, según sea el capital en giro o la capacidad económica del infractor y la gravedad de la infracción;

    5) Ordenar al Fiscal Nacional el ejercicio de la acción penal respecto de los delitos a que se refieren los artículos 1° y 2°;

b) Dictar instrucciones de carácter general a las cuales deberán ajustarse los particulares en la celebración de actos o contratos que pudieran atentar contra la libre competencia;

c) Informar de acuerdo con los artículos 4° y 5°;

d) Requerir la modificación o derogación de los preceptos legales y reglamentarios a que se refiere el inciso final del artículo 5°;			

e) Conocer de la reclamación a que se refiere el artículo 9° y, de oficio o a petición de cualquier interesado, de los diferendos que se produzcan entre dos o más Comisiones Preventivas, en especial cuando se emitan pronunciamientos distintos sobre una misma materia;					 f) Establecer, de oficio o a petición de parte, y previo informe del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, fechas distintas de negociación colectiva para empresas de una misma rama de actividad, a fin de evitar que negociaciones en una misma fecha en distintas empresas puedan conducir a una situación monopólica.  Copia de esta resolución se remitirá a la Dirección del Trabajo, la que deberá notificarla a los afectados;			g) Las demás que le señalen las leyes.”



Finalmente, a la Fiscalía Nacional Económica le entrega las siguientes funciones:



“ARTICULO 24°- El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus funciones, es independiente de todas las autoridades o tribunales ante los cuales es llamado a ejercerlas.  Puede en consecuencia defender los intereses que le están encomendados en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.

Serán atribuciones y deberes del Fiscal Nacional:

a) Instruir las investigaciones que estime procedentes para fiscalizar las infracciones a esta ley y al decreto ley280, de 1974.

La Dirección General de Investigaciones deberá poner a disposición del Fiscal Nacional el personal de ese Servicio que éste requiera para el cumplimiento del cometido indicado en esta letra;

b) Actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el orden económico, ante la Comisión Resolutiva o los Tribunales de Justicia, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan como tal parte.

Ante la Corte Suprema, el Fiscal Nacional podrá defender los fallos de la Comisión Resolutiva o impugnarlos.  Respecto de las investigaciones practicadas por los Fiscales Regionales y de los cargos formulados por éstos, el Fiscal Nacional podrá hacerlos suyos, ejerciendo sus funciones acusadoras ante la Comisión Resolutiva o desestimarlos con informe fundado a esta misma;

c) Requerir de la Comisión Resolutiva y de las Comisiones Preventivas el ejercicio de cualquiera de sus atribuciones.

d) Velar por el total y fiel cumplimiento de los fallos e instrucciones que dicte la Comisión Resolutivo o los Tribunales de Justicia en las materias a que se refiere esta ley;

e) Solicitar de las Comisiones Regionales la adopción de medidas preventivas con motivo de las investigaciones que la Fiscalía se encuentre practicando;

f) Emitir los informes que soliciten las Comisiones Preventivas Regionales y Central y la Comisión Resolutiva;

g) Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos o servicios públicos o de las empresas, entidades o sociedades en que el Estado o sus empresas, entidades o sociedades tengan aporte, representación o participación, o de las municipalidades; 

h) Exigir de cualquiera oficina o servicios referidos en la letra g) que pongan a su disposición los antecedentes que estime necesario para las investigaciones, denuncias o querellas que se encuentre practicando o en que le corresponda intervenir.

El Fiscal Nacional podrá también exigir, por intermedio de los funcionarios que corresponda, el examen de toda documentación y elementos contables y otros que estime necesarios.

El Fiscal Nacional y los funcionarios encargados de estas revisiones sólo podrán dar a conocer los datos de que se impongan a la Comisión Resolutiva, a las Comisiones Preventivas y a los Tribunales de Justicia.

Las personas que entorpezcan las investigaciones a que se refiere la presente disposición podrán ser apremiadas con arrestos hasta por quince días. Si el entorpecimiento se mantuviere, su autor será penado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se tratare de un funcionario público será además penado con la pérdida del empleo.

La orden de arresto y el proceso criminal, en su caso, se dará e instruirá, respectivamente, por el Juez Letrado con jurisdicción en lo criminal que sea competente según las reglas generales, a requerimiento del Fiscal Nacional;

i) Solicitar a los particulares las informaciones y los antecedentes que estime necesarios con motivo de las investigaciones que practique;

j) Ejercitar la acción penal, por sí o por delegado, cuando se lo ordene la Comisión Resolutiva de conformidad con el N° 5 de la letra a) del artículo 17°;

k) Ejercitar la acción penal pública, por los delitos que establece el decreto ley 280, de 1974.  Respecto de las infracciones, podrá hacerlo cuando, a su juicio, sea necesaria la intervención de la Fiscalía Nacional.

Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, el Fiscal Nacional podrá actuar como parte en los procesos en que se hubiere ejercitado la referida acción penal pública por otro órgano, aunque no formalice querella;

l) Prestar asistencia jurídica ante los tribunales a los servicios del Estado que establezca la ley, y

m) Los demás que señalen las leyes.”





II.- IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME.-





			En los considerandos del mensaje de S.E. el Presidente de la República fluye el concepto de que la defensa de la libre competencia forma parte de la libertad que tiene todo ciudadano del país para acometer actividades en materia económica, conforme lo establece la Constitución Política de la República pero esta libertad, a su vez, se encuentra limitada en su aspecto jurídico, con el propósito de evitar que los agentes económicos que intervienen no incurran en prácticas abusivas o monopólicas.



			Acorde con este principio central, el proyecto de ley propuesto busca perfeccionar las funciones de la Fiscalía Nacional Económica,, a través de la entrega de nuevas atribuciones a saber:



Se entrega a la Fiscalía Nacional Económica la calidad de servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, independiente de todo organismo o servicio sometido sólo a la supervigilancia del Presidente de la República.



Se establece que el cargo de Fiscal tiene la calidad de funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República.



Se reemplaza el requisito exigido para ser Fiscal de 5 años de antigüedad del título de abogado por el de 10 años de antigüedad o de 3 años en el servicio.



Se extienden las funciones de los funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica, mediante comisiones de servicio, en las regiones sin perjuicio de la presencia de los Fiscales Regionales.



En cuanto a remuneraciones, se dispone que ellas se ajustarán a las disposiciones vigentes para las instituciones fiscalizadoras.



Se le otorga al personal de la Fiscalía Nacional Económica la asignación de porcentaje variable señalada en el artículo 17 de la ley Nº 18.091.



Se crea una nueva bonificación para el personal, denominada de estímulo por desempeño funcionario, conforme al procedimiento fijado en el mismo texto legal.



Se dispone que los cargos de la planta de la Fiscalía Nacional Económica son de dedicación exclusiva, con una excepción.



Se entregan las siguientes funciones al Fiscal :





	a) 	Instruir las investigaciones que estime procedentes para establecer las infracciones al decreto ley Nº 211, de 1973, auxiliado por Policía de Investigaciones;  también podrá  disponer que la investigación tendrá carácter reservado;



	b) 	Actuar como parte representando, ante la Comisión Resolutiva o ante los Tribunales de Justicia, el interés de la comunidad en el orden económico;



	c) 	Requerir de las Comisiones Resolutiva y Preventivas la adopción de medidas relacionadas con las investigaciones que efectúe;



	d) 	Velar por el cumplimiento de los fallos que dicten las comisiones Resolutiva y Preventivas o los Tribunales de Justicia de acuerdo al decreto ley Nº 211, de 1973;



	e) 	Emitir los informes que soliciten las comisiones Resolutiva y Preventivas;



	f) 	Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de organismos públicos o empresas en que el Estado tenga aportes o participación;



	g) 	Solicitar antecedentes de los funcionarios a que se refiere la letra anterior, y examinar por sí o por  sus dependientes la documentación y elementos contables que estime necesario;



	h) 	Inspeccionar por sí o a través de funcionarios las operaciones, bienes, libros, estados, cuentas, archivos y demás documentación de empresas o entidades que desarrollen actividades que pudieren infringir la ley antimonopolio; podrá citar a declarar a las personas que se relacionen con la documentación anterior (las que, no obstante, pueden hacer presente que los antecedentes pueden perjudicar a terceros, y solicitar a la Comisión Resolutiva que deje sin efecto total o parcialmente la citación o requerimiento);



	i)  	Ejercer la acción penal, y



	j)  	Ejecutar y celebrar toda clase de actos y contratos, enajenar, transferir en dominio y transigir acciones contractuales o extracontractuales (con autorización del Ministerio de Hacienda cuando excedan 2.000 UF).





* * * * * * * *





Se establece que los Fiscales Regionales dispondrán de las mismas funciones que tiene el Fiscal Nacional, con algunas limitaciones en su actuar.



Se disponen normas especiales, de orden judicial, para el cumplimiento de las resoluciones y actuaciones ante las Comisiones Preventivas Regionales y Central y de la Comisión Resolutiva.



Se regula el encasillamiento del personal en la nueva planta que se establece en el texto legal y, a su vez, se disponen normas especiales al efecto.







III.- DISCUSIÓN DEL PROYECTOde ley en informe





En general.





La Comisión tuvo la oportunidad de efectuar una discusión de la materia, con la presencia de señores Ministros de Estado, funcionarios de la Fiscalía, asesores y otras personas vinculadas a la materia que manifestaron su interés en entregar sus observaciones.



En primer término, el señor Juan Villarzú (Ministro Secretaría General de la Presidencia) señaló en apoyo a la iniciativa legal en informe que existe plena conciencia en el gobierno que la actual economía de mercado que se aplica en el país, debe garantizar plenamente el buen funcionamiento de los mercados y promover la competencia, en el cual la Fiscalía Nacional Económica tiene  un papel preponderante por lo que cuanto se haga por fortalecer a este servicio irá directo beneficio del crecimiento del país con una economía moderna y eficiente.



En concreto, expresó que es necesario dotar a la Fiscalía Nacional Económica de las herramientas legales para enfrentar materias de alta complejidad, en que la contraparte son grandes empresas y consorcios, que disponen de excelentes recursos humanos como físicos y económicos.  Es por esto que, sin entrar a modificar a fondo la institución, se pretende que con aumento de la planta de funcionarios, con mejores remuneraciones y asignaciones podrán cumplir adecuadamente sus funciones, sin perjuicio de que se consideran a la vez, los resguardos necesarios en favor de las personas e instituciones que tengan vinculación con la Fiscalía Nacional Económica.



Luego, el señor Rodrigo Asenjo Zegers (Fiscal Nacional Económico) hizo una completa relación del servicio que le corresponde dirigir y los alcances del nuevo texto legal que se propone en reemplazo del actual vigente decreto ley Nº 211.



Agregó que el decreto ley Nº 211, que creó la Fiscalía Nacional Económica se dictó en 1973 y desde esa fecha, ha tenido sólo algunas modificaciones de menor transcendencia.



Informó que los cambios que ha experimentado la economía chilena en los últimos años, ha traído consigo, también, diversas dificultades dadas las materias que le corresponde conocer este servicio.  Insistió que el proyecto de ley en informe no cambia aspectos sustantivos de la legislación vigente, en especial, lo referido a las Comisiones Preventivas Regionales, Central y Resolutiva.  Tan sólo modifica aspectos referidos a plazos y formas de notificar resoluciones.



Señaló el señor Asenjo que la Fiscalía no dispone de facultades resolutivas que afecten a particulares y que tan sólo actúa como ente que investiga, informa y formaliza acusaciones ante la Comisión Preventiva Central.



En particular, informa que el proyecto de ley aumenta la dotación de personal de 38 funcionarios a 60.  Se regulariza una estructura más racional y funcional del servicio, dedicando personal a la parte jurídica y otros a funciones económicas, sin perjuicio de establecer una unidad de carácter internacional.



Un aspecto que destacó el señor Asenjo es aquel referido a la mejor precisión, que se hace en el proyecto presentado, de las atribuciones del Fiscal para actuar en una investigación.  Agregó que a pesar de que, parte de las facultades ya disponía de ellas, era necesario volver a legislar sobre éstas, para acotar en mejor forma sus alcances como servicio fiscalizador, en similitud con los otros servicios  del Estado.



Aclaró que, según su opinión, el Fiscal no dispone de facultades judiciales, tanto en la actual legislación como en la propuesta ahora.



En el ámbito regional se mantiene el mismo sistema vigente, aunque se entrega al Fiscal la autorización para delegar algunas de sus facultades exclusivas en los Fiscales Regionales.



Una materia que constituye una idea nueva es aquella referida a la dotación de personal de la Fiscalía Nacional Económica.  Ahora, al disponer de una mejor estructura y más funcionarios, se puede implementar una unidad de apoyo, formada por profesionales como ser abogados e ingenieros, que se desplace a las distintas regiones del país, con el propósito de colaborar con los Fiscales Regionales, según sea el caso.



Por último, el señor Asenjo (Fiscal Nacional Económico) expresó que respecto de los recursos de que dispondrá su servicio, estos lo forman:



El aporte que se consulte anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación.



Los costos y demás sumas de dinero que se perciban por concepto de aplicación de los procedimientos administrativos y judiciales.



Los ingresos que se produzcan con motivo de asesorías que preste el servicio, conforme a convenios que se celebren con universidades y otras entidades docentes o de investigación pública o privada, nacionales o extranjeras.



Los derechos por concepto de emisión de certificados y documentos que deba extender el servicio.



* * * * * * * *



Luego, la Comisión recibió a los señores Carlos Smith, Presidente de la Asociación de Funcionarios de la Región Metropolitana de la Fiscalía Nacional Económica y Juan Antonio Rivera, director de dicha Asociación.



El señor Smith entregó el respaldo de su Asociación a la iniciativa legal del Ejecutivo, por cuanto a través de ella se busca el fortalecimiento del sistema de defensa de la libre competencia en nuestro país.  Lo anterior está estrechamente vinculado al propósito de perfeccionar el funcionamiento de la Fiscalía, lo que incluye  su estructura de planta y encasillamientos.  Sin embargo, el Mensaje no aborda un aspecto tan importante como es el de los organismos de la libre competencia, esto es, de las Comisiones Preventivas y de la Comisión Resolutiva.  Esta última, a quien el artículo 17 del decreto ley Nº 211 encomienda amplias atribuciones, como la supervigilancia del correcto desempeño de los organismos que se establecen en el citado cuerpo legal (y que comprende a la propia Fiscalía), carece en la actualidad de los medios adecuados para un cometido acorde con su jerarquía, englobando bajo dicho concepto la infraestructura administrativa, procesal y funcional.  Valga ilustrar el actual estado de las cosas señalando que los integrantes de la Comisión Resolutiva se reúnen en sesión única semanal y no reciben estipendio alguno.  Tal situación hace que ella dependa en grado extremo de la Fiscalía.  Además y producto de las normas imperantes, existe una confusión de roles entre la Fiscalía y la Comisión Resolutiva, con un claro predominio de aquélla.  Esta carencia de delimitación de funciones se hace extensiva a las Comisiones Preventivas. Con el reforzamiento de la Fiscalía, y al no corregirse simultáneamente las falencias que exhiben las Comisiones, el desequilibrio que se advierte en el marco regulatorio vigente puede incluso incrementarse. Fluye de dicha aseveración que lo lógico y coherente sería extender a las Comisiones (que son los órganos decisorios del sistema) la reforma que se está propiciando. 



		En señor Smith se explayó en lo que, según la Asociación que preside, constituyen errores manifiestos del proyecto en comento. Aclaró, en todo caso, que el documento definitivo con las observaciones pertinentes está aún en proceso de elaboración. En primer lugar, se sostiene equivocadamente que la Fiscalía carece de personalidad jurídica. De acuerdo a una ley del año 1981, sobre Servicio de Fiscalizadores, el organismo cuenta con personería. También se afirma que contra las resoluciones de la Comisión Preventiva no procede recurso alguno, en circunstancia que de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases de la  Administración del Estado se puede interponer siempre el recurso de reposición. Asimismo, se incurre en un error al señalar que las Comisiones Preventivas investigan, siendo en realidad que ellas deciden. El ente investigador y acusador es la Fiscalía. En el plano de las proposiciones, son partidarios de que el Fiscal Nacional sea inamovible en el cargo (como era antiguamente), salvo acuerdo del Senado y, por otra parte, no exigir, como reza el texto vigente, el requisito de diez años de experiencia como abogado, sin especificar el área de especialización, ya que ello no implica por sí sólo idoneidad para el cargo. En síntesis, la especialización es más relevante que la mera exigencia de un determinado número de años de ejercicio profesional. Además, respecto al artículo 23 propuesto, son contrarios a la creación de los fiscalizadores, al menos en los términos en que está concebida dicha figura en el Mensaje. Por otra parte, propician la supresión del cargo de subfiscal, con el fin de crear las condiciones para una mayor horizontalidad en la estructura del sistema, siguiendo así una tendencia moderna de administración. Dicha medida obligaría además al Fiscal Nacional a adoptar un perfil más técnico. También les merece reparos la composición de la Junta Calificadora del Personal de la Fiscalía (artículo 24, inciso segundo). Otro aspecto cuestionable del proyecto es la norma contenida en el artículo 26, inciso segundo que se propone, que establece la compatibilidad del cargo de Fiscal Regional (cuando es a jornada parcial) con otras funciones de la Administración del Estado. Lo óptimo sería que todo el personal de la Fiscalía ejerza funciones a tiempo completo y esté afecto a la incompatibilidad que señala el primer inciso de ese artículo. También les merece reparos el nuevo artículo 27 del decreto ley Nº 211, concerniente a las atribuciones y deberes del Fiscal Nacional, pues hay incongruencias en su contenido.  En cuanto a los Fiscales Regionales (artículo 28), critican el hecho de que no se les otorgue la facultad de inspeccionar sin restricciones, que sí la tiene el Fiscal Nacional. Con ello se coarta severamente su tarea investigadora. Finalmente, y citando diversos cuerpos legales dictados para algunas reparticiones públicas, el señor Smith manifestó que el proyecto sobre la Fiscalía se aparta totalmente de los criterios aceptados hasta ahora por el legislador. En este orden, especial objeción merece la circunstancia de que se confiere al Fiscal Nacional, en su calidad de Jefe Superior del Servicio, la atribución de efectuar de modo discrecional el encasillamiento del personal.





* * * * * * * *

A continuación,  el señor Eduardo Engel, Director Académico del Centro de Economía Aplicada de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, expresó su apoyo a esta iniciativa legal y resaltó que la tarea de la Fiscalía Nacional Económica se desarrolla en un marco complejo y de tensión permanente, donde por una parte la sociedad, en cuanto conjunto de consumidores, desea la libre competencia; pero, por la otra, en tanto produce y ofrece bienes y servicios, persigue a veces restringir el juego de la oferta y la demanda.  En este escenario, la legislación antimonopolios que rige en Chile es claramente insuficiente, máxime si se la compara con la que se aplica en otros países, incluso de un nivel de desarrollo inferior al nuestro.  Esta constatación da sustento al imperativo de dotar de mayores recursos (presupuesto) a la Fiscalía si se piensa mejorar la tarea fiscalizadora que cumple. En este sentido y toda vez que el proyecto del Gobierno contempla tal incremento, se trata de una iniciativa bien encaminada. Otra cuestión importante radica en que la planta de la Fiscalía sea lo suficientemente flexible para que ante determinados requerimientos el personal, y en particular los profesionales, puedan asumir distintas funciones.





El señor Guillermo Patillo, Director del Magister de Economía Financiera del Departamento de Economía de la Facultad de Administración y Economía de la Universidad de Santiago, resumió sus observaciones respecto de la iniciativa legal en informe señalando que, si bien ésta entraña una reforma sólo parcial del decreto ley Nº 211, y por consiguiente involucra asumir costos de espera, el balance es positivo, pues se tiende a perfeccionar el funcionamiento de la Fiscalía, lo que resulta vital para el resto del sistema.  En este orden de consideraciones, lo asiste la convicción de que la reestructuración de la Fiscalía, que es el órgano que nutre a las Comisiones y a los Tribunales, traerá consigo un efecto beneficioso directo en la labor que realizan aquéllas. De este raciocinio se infiere que no se produciría la misma consecuencia si se hubiera optado por modificar el aspecto concerniente a las Comisiones o el funcionamiento de los tribunales en materia de ley antimonopolios. El proyecto está orientado básicamente a dos tópicos: por un lado, otorgarle una nueva atribución al fiscal (artículo 27), consistente en revisar los documentos de las empresas (facultad que en algunos países se ejerce incluso sin aviso, lo que no se prevé en el proyecto); y, por la otra, incrementar la dotación de la Fiscalía, lo que comprende contratar personal con un perfil distinto. Aunque se trata de dos cuestiones muy puntuales, la alternativa de reformar globalmente todo lo que atañe a este organismo parece muy ambiciosa y poco viable en la actualidad. Respecto al aumento de la planta, es un requisito indispensable si se desea hacer de la Fiscalía un órgano más eficiente. Ello explica, por ejemplo, que se le confiera la facultad de contratar consultores externos en materias de su competencia.  Sólo así la Fiscalía podrá ser efectivamente la contraparte técnica que se espera de ella. Por último, destacó la necesidad de precisar lo más posible la función de cada profesional que trabaja en la repartición.





* * * * * * *



Finalmente, el señor Ricardo Paredes, Académico Investigador del Departamento de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile entregó a la Comisión sus observaciones.



Subrayó, en primer término, el consenso que existe acerca de la necesidad de fortalecer a la Fiscalía. En cuanto a las Comisiones, opinó que el mecanismo de designación de sus integrantes es cuestionable y por lo tanto habría que revisarlo, para avanzar de manera armónica en el perfeccionamiento de todo el sistema. Lo anterior denota que hay una ausencia de enfoque integral en el Mensaje enviado por el Gobierno. En otro campo, criticó la figura de los Fiscales Regionales, los que a su juicio no se justifican, pues no han cumplido una tarea relevante y, además, porque los problemas monopólicos son de nivel nacional. Respecto al Fiscal, no divisa la razón de que tenga que ser necesariamente abogado y no otro profesional. En lo que concierne a las Comisiones, se mostró partidario de que sus miembros tengan mayor autonomía frente al Presidente de la República. En síntesis, el proyecto constituye un paso positivo, pero que debe ser complementado por otras iniciativas.





* * * * * * * *





La Comisión conoció las observaciones del Instituto Libertad y Desarrollo, a través de las exposiciones de los señores Pablo Kangiser y Tomás Flores.



Estas se fundamentan en el estudio realizado sobre la iniciativa legal en referencia, en la Reseña Legislativa Nº 360, que comprende el período del 8 al 14 de noviembre de 1997, que la Comisión la tuvo presente en su análisis.



Se expresó que el proyecto de ley en estudio aborda modificaciones a la Fiscalía Nacional Económica; pero el sistema de la libre competencia es un todo mucho más complejo, que debería funcionar en forma armónica.  Al momento de estudiar una modificación a uno de sus elementos, es necesario tener presentes los demás.



En el sistema de libre competencia cabe distinguir los siguientes elementos:



	-	penalización de conductas atentatorias contra la libre competencia, esto es, normas penales que sancionan esas conductas;



	-	sanciones administrativas (multas) por actuaciones contrarias a la libre competencia (que no constituyan delito);



	-	investigación de actos contrarios a la libre competencia (sean delitos o infracciones);



	-	posibilidad de consultar si un determinado acto o contrato es o no contrario a la libre competencia, y



	-	órganos jurisdiccionales (tribunales de justicia) que impongan las multas, medidas correctivas o sanciones penales, según el caso. 



El decreto ley Nº 211, de 1973, establece, como disposiciones generales, el concepto básico de conducta monopólica y señala algunos casos ejemplares; previene actualmente la existencia de comisiones preventivas regionales, que absuelven consultas y velan por el libre juego de la competencia; una Comisión Preventiva Central, para la Región Metropolitana, que ejerce similares funciones que las Regionales, pero está compuesta por funcionarios de mayor rango; la Comisión Resolutiva, que es -o debería ser- el "Tribunal de la Competencia", algunas de cuyas resoluciones son reclamables ante la Corte Suprema; y la Fiscalía Nacional Económica, con Fiscales Regionales, como servicio público que investiga para fiscalizar las infracciones  a  la  ley  (al  decreto  ley  Nº 211).  Además,  cuando se hubiere cometido un delito contra la libre competencia, los antecedentes se remiten al juez del crimen que corresponda, previa orden de la Comisión Resolutiva al Fiscal Nacional para que ejercite la acción penal.



La importancia de un diseño como el que se ha descrito someramente, es que resulta indispensable asegurar el equilibrio de poderes entre los organismos con competencia en esta materia, pues de lo contrario, si se concentraran todas las atribuciones, se produciría  -paradojalmente- una monopolización de la función antimonopolio. Ello puede atentar contra la seguridad de las personas y contra la actividad económica en sí misma.



En la práctica, la existencia de monopolios requiere de alguna investigación; pero un monopolio no es siempre evidente, más bien se tratará de disimularlo. Por otra parte es fácil que existan dudas sobre el límite entre lo lícito y lo ilícito en materia de libre competencia.  Es ése el sentido de la Fiscalía y de las Comisiones Preventivas. 



¿Qué sucede, por ejemplo, si una empresa es comprada por otra?  ¿Es ello una conducta monopólica?  ¿Cómo debe mirarse una fusión de empresas? Donde antes hubo dos o tres, luego de la fusión queda una sola. 



La globalización de la economía, por su parte, incentiva cada vez más a competir en gran escala, esto es, mediante empresas de gran diseño que aprovechen las economías de escala; de lo contrario, un pequeño productor, solo y aislado, difícilmente tendrá buen éxito en el mercado internacional. 



Si para salir a competir en el extranjero se celebran pactos o sociedades que ofrezcan un frente económico común, surge la pregunta sobre los efectos de ese pacto o sociedad respecto del mercado interno.  ¿Es posible que los productores compitan entre sí en el ámbito doméstico y se unan para exportar a otros países?.

El diseño de un sistema antimonopólico no es un asunto cualquiera, que sea neutro o indiferente para el desarrollo del país. Por el contrario, si está mal concebido puede llegar a excesos perjudiciales en uno u otro sentido.



De ahí que la concepción del sistema ha de ser global, pues se requiere el debido equilibrio entre todos sus componentes sobre la base de una política clara y coherente, que permita a los agentes conocer y anticiparse a lo que es permitido y prohibido, y consultar cuando sea del caso.



No obstante, el sistema vigente en Chile, diseñado hace más de dos décadas, si bien ha sido objeto de modificaciones puntuales, requiere de un estudio y una reformulación para ponerlo al día y de acuerdo con las necesidades actuales de la economía.



Como se comprende, el proyecto en estudio dista mucho de constituir esa reformulación, pues sólo se refiere a uno solo de los elementos del sistema, el que acusa varias falencias, vacíos o dudas sobre su concepción, algunas de las cuales se exponen en los párrafos siguientes.



El sistema antimonopolio vigente en Chile requiere de una reformulación.  Sin pretender agotar ahora una materia  por demás delicada, se señalan los principales aspectos sobre los que cabría centrar la atención.



Como ya se ha dicho, existen sanciones penales (lo que supone que se trata de castigar delitos) y administrativas (por hechos que no constituyen delito). En este último caso se puede distinguir entre sanciones pecuniarias, como la multa (similar a la multa que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras puede aplicar por una infracción a la ley de bancos) y medidas "administrativas", que pueden tener diversos efectos, como por ejemplo, anular un contrato o convenio contrario a la ley (al decreto ley Nº 211). 



La tendencia internacional que se observa es a despenalizar las conductas monopólicas, lo que no necesariamente constituye un argumento en nuestro medio. Aunque es un antecedente.



Lo que en todo caso debe revisarse en el decreto ley Nº 211, es la excesiva amplitud de las conductas descritas como delito, a tal punto que es cuestionable que ellas cumplan con el principio de legalidad en materia penal que exige la Constitución Política del Estado.  Nadie puede ser sancionado penalmente por una conducta que no esté "expresamente" descrita en la ley.  Si observamos los artículos 1º y 2º de la ley vigente, se observa que constituyen formulaciones legislativas amplias e imprecisas, por ejemplo, señala el artículo 2º "los que se refieran al transporte".  Esta inexactitud es más evidente si se considera que la letra f) del artículo 2º sanciona como contrario a la libre competencia, en general, "cualquier otro arbitrio que tenga por finalidad eliminar, restringir o entorpecer la libre competencia".



En materia penal las conductas exigen una formulación precisa y expresa, pues el derecho penal es, como suele decirse, la "ultima ratio", esto es, la herramienta a la cual el ordenamiento jurídico echa mano cuando no existen otros instrumentos para defender los derechos de las personas o el interés general. 



Las descripciones de tipos penales vigentes, pues, o se derogan, o se reducen a ciertos y precisos casos expresamente tipificados.  La descripción de conductas penales de la ley antimonopolios es amplia e imprecisa, de modo que puede llegar a impedir el ejercicio de la acción penal, si el procesado alega que está siendo acusado por un delito que no cumple con el principio de legalidad que exige la Constitución Política del Estado. 



Por lo que toca a las multas administrativas y otras medidas, ciertamente éstas pueden basarse en descripciones de conductas monopólicas más amplias.  Aquí ya no se trata de poner a una persona en la cárcel.  Pero ello no significa que no deba adoptarse una técnica legislativa idónea y rigurosa que evite el ejercicio de facultades discrecionales por parte de la autoridad. 



Es decir, la descripción de conductas de la ley vigente requiere una reformulación en ambos aspectos. Nada de lo cual se plantea en el proyecto de ley en estudio.



Un aspecto esencial de todo órgano que dicte sentencia, ya sea en el orden propiamente judicial o en el administrativo, es la independencia para juzgar.  Sin esa independencia falta la primera y principal garantía de la persona, sufre los efectos del juzgamiento. 



Si se observa la integración de las Comisiones Preventivas Regionales y Central y de la Comisión Resolutiva en la ley vigente, se puede comprobar que están constituidas mayoritariamente por funcionarios dependientes del Presidente de la República.  El Fiscal Nacional, por su parte, es de exclusiva confianza del Presidente de la República, calidad que se hace expresa en el Proyecto de ley.



Las Comisiones Preventivas Regionales están constituidas por el Secretaría Regional Ministerial de Economía, que la preside; por un miembro designado por el Intendente Regional, por un profesional universitario designado por el Consejo Regional y por un representante de las Juntas de Vecinos, elegido por los presidentes de las juntas de la ciudad capital de la región.



La Comisión Preventiva Central está constituida por un representante del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción que la preside; un representante del Ministro de Hacienda; dos profesores universitarios, abogado e ingeniero comercial, designados por el Consejo de Rectores, y un representante de las juntas de vecinos elegido por los presidentes de uniones comunales de juntas de vecinos de la Región Metropolitana. 



La Comisión Resolutiva, por su parte, está compuesta por un ministro de la Corte Suprema, designado por ella, que presidirá;  un jefe de servicio designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; un jefe de servicio designado por el Ministro de Hacienda; un decano de una Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de una universidad con sede en Santiago, y un decano de una facultad de ciencias económicas con sede en Santiago. Los decanos son elegidos por sorteo.



Es pertinente al estudio de la independencia de estos organismos recordar que actúa como secretario de la Comisión Resolutiva un abogado de la planta de la Fiscalía Nacional, y como relator, otro profesional de la misma.   Como no se exige que se excluya quien hubiere tomado parte en la investigación efectuada por la Fiscalía, es posible que un profesional  dirija la investigación, redacte el informe que suscribe el Fiscal, y luego actúe como secretario o más probablemente como relator ante la Comisión Resolutiva.  No es un mecanismo conveniente desde el punto de vista de la independencia de estos organismos.



La composición de las comisiones Resolutivas Regionales y Central  evidencia una preponderancia de funcionarios públicos, dependientes de las autoridades político-administrativas del gobierno de turno. Ello tampoco resulta conveniente.  



Los representantes de las juntas de vecinos, indirectamente presentes desde la formulación inicial del decreto ley Nº 211, parecen no tener una justificación si se pretende que se trate de organismos técnicos. 



Debe estudiarse la posibilidad de que tanto las Comisiones Preventivas como la Resolutiva sean organismos permanentes, con integrantes rentados, designados con criterio técnico, por autoridades independientes mediante un mecanismo de consulta que asegure la imparcialidad del integrante elegido.  Ello también es válido para la Comisión Resolutiva que merece ser un tribunal con miembros permanentes y dedicados al estudio de las materias propias de su competencia. 



La composición actual, donde predominan los integrantes dependientes del Ejecutivo, permitiría, si la autoridad lo consintiera, utilizar estos organismos con una finalidad diversa de la que están llamados a cumplir. 



Pero existe otro aspecto importante dentro del concepto de autonomía de los órganos de la libre competencia: es la necesaria separación entre la función investigadora y la resolutiva.  Además, de corregir el hecho de que los funcionarios pueden actuar en ambas funciones, según ya se dijo, sería deseable también dotar a estas comisiones de una infraestructura mínima que asegure su independencia en aspectos puntuales y meramente administrativos, pero que pueden llegar a influir en la orientación general de sus decisiones.  Ello es válido por lo menos para la Comisión Preventiva Central y  para la Comisión Resolutiva.



Los agentes del mercado requieren de garantías al momento de ser objeto de cualquier investigación, y especialmente, si ello afecta su fuente de trabajo o su negocio.



El procedimiento vigente ante la Comisión Resolutiva se encuentra establecido en el extenso artículo 18 del decreto ley Nº 211, de 1973. Pero parece ser necesario precisar también algunas normas tanto para las Comisiones Preventivas como para las investigaciones que realice la Fiscalía Nacional Económica.



Dos son los aspectos que, dentro del sistema, merecen cierta atención.



La reserva o secreto de los antecedentes de la persona investigada es necesaria para no vulnerar legítimos derechos. Por ejemplo, lo concerniente a secretos industriales, "know how", etc.  Existen disposiciones sobre la materia, pero debería revisarse su extensión para tener la certeza que una investigación -independientemente de que llegue o no a imponer sanciones- debe salvaguardar el valor económico de tales antecedentes.  De hecho, las normas sobre confidencialidad no son aplicables a la Comisión Resolutiva, lo que parece un vacío que debe salvarse.



La investigación, por su parte, requiere de resguardos específicos para proteger al investigado.  En efecto, una investigación puede terminar en una denuncia criminal (caso rarísimo en Chile), en una proposición a la Comisión Resolutiva o en nada.  En todos estos casos la persona investigada debe tener -más allá de la confidencialidad de sus documentos- seguridad de que la investigación no lo perjudicará innecesariamente.  En nuestro medio, el solo hecho de que alguien esté siendo investigado genera expectativas y suele ser motivo suficiente para anticipar juicios y estimaciones. 



Este aspecto, no obstante, que debería ser normado con mayores salvaguardas y restricciones, viene, en el proyecto, tratado con más amplitud al punto de infringir normas constitucionales, como se señaló en su oportunidad.



La parte medular del proyecto de ley está constituida por las atribuciones que se le vienen otorgando al Fiscal Nacional Económico. 



Algunas repiten las que actualmente tiene, otras modifican aspectos de redacción o de fondo, y algunas son nuevas.



El cuadro general que configuran dichas atribuciones permite afirmar que el Fiscal resulta notablemente fortalecido (de hecho, el proyecto busca expresamente el fortalecimiento de la Fiscalía), pero eso no significa un mejor funcionamiento del sistema.



En efecto, surgen distintas consideraciones que se plantean a continuación.



Tal como se explicó en el párrafo correspondiente el sistema de la libre competencia está constituido por un todo equilibrado de organismos, facultades, medidas y sanciones penales, que no pueden ser modificadas unas sin ocuparse también y simultáneamente de las otras. 



Las nuevas atribuciones del Fiscal Nacional, además de incurrir alguna de ellas en cuestiones de constitucionalidad, desequilibran el sistema, al enos, en los siguientes aspectos:



			-	se otorga a la Fiscalía personalidad jurídica y patrimonio propio.  Este último constituye un elemento que potencia la capacidad operativa del servicio, por encima de lo que actualmente son capaces de hacer, en sus respectivos ámbitos de competencia, los demás organismos del sistema.



			-	la capacidad de inspeccionar sin restricciones a las personas que pudieren haber incurrido en alguna conducta monopólica (teóricamente, todos los agentes económicos), genera una dependencia del mercado respecto del agente fiscalizador;  el sistema debe arbitrar medidas para mantener la competencia en un nivel adecuado;  la facultad que se le viene otorgando al Fiscal lo transforma en un ente con poder casi ilimitado para intervenir en las decisiones económicas de los privados; en efecto, si cualquier antecedente puede ser requerido por el Fiscal en cualquier momento, sin restricciones, como dice textualmente la norma propuesta, los agentes económicos deberán tomar nota de que de aquí en adelante la Fiscalía pasa a ser una especie de nuevo socio en todas sus actividades; nada quedará fuera de su alcance, con o sin motivo, pues sus facultades se transforman en omnímodas.



			-	ciertas facultades, como citar a declarar -compulsivamente- a todas las personas que no gocen de fuero, tiende a transformar a la Fiscalía en un tribunal de investigación, con imperio y no dependiente de un juez de garantías.  Ello hace nuevamente que la Fiscalía pudiera resultar atractiva para que, por razones de competitividad en un plano desleal, se formulen denuncias de hechos que no constituyan delito pero que transformen al competidor en un sujeto digno de investigación por la Fiscalía. Ésta se transforma así en un elemento poderoso, sin control, con autonomía asegurada por norma legal expresa, con personalidad jurídica y patrimonio propio, para afectar el normal desenvolvimiento de cualquiera actividad económica; algunas superintendencias tienen facultades similares (no idénticas), pero les está prohibido afectar el desenvolvimiento normal de las actividades de la entidad sometida a supervigilancia.



			-	actualmente, la Policía de Investigaciones debe poner a disposición del Fiscal el personal que éste necesite para realizar las investigaciones que le encomienda la ley;  el proyecto no altera sustancialmente esta facultad; pero el mensaje señala que ahora el Fiscal quedará facultado para que dicho organismo policial ejecute las diligencias específicas que le encomiende, emplazando de ese modo "a toda la organización, infraestructura y personal de aquél, en su cumplimiento de las mismas".  Es decir, quedaría toda la Policía de Investigaciones a disposición del Fiscal Nacional Económico, en la misma forma que actualmente está para cumplir las órdenes que imparten los tribunales de justicia, especialmente en la investigación de hechos que revisten la apariencia de delito.



			-	se acentúa la independencia del Fiscal, respecto de todas las autoridades y tribunales ante los cuales actúa;  ello no es consistente con otorgarle atribuciones para afectar las garantías constitucionales y para investigar hechos delictuosos que son de competencia de los tribunales de justicia.  Todo ello acentúa el desequilibrio de que se viene hablando.



La independencia del Fiscal, como recién se vio, es un aspecto doblemente delicado en el tratamiento de esta materia. Por una parte, no puede gozar de una independencia que le permita "hacer y deshacer", afectando garantías esenciales; y por otra, debe contar con los elementos razonables para llevar adelante las investigaciones.  Esta doble preocupación no se advierte en el proyecto de ley, pues sólo se ocupa de este último aspecto: investigar sin restricciones, esto es, sin limitaciones, olvidando, en consecuencia, cuál es el verdadero contexto del sistema de libre competencia.



Un aspecto no bien desarrollado en la legislación vigente, y no bien planteado en el proyecto, es el que se refiere a la necesidad de que el Fiscal cuente con una secretaría técnica para los estudios -especializados- que son necesarios para arribar a alguna conclusión en materia de libre competencia. 



Actualmente el Fiscal podría prescindir de toda asistencia técnica sobre la materia.  Ello no es conveniente atendida la complejidad comprometida en el estudio de materias que son multidisciplinarias.



La ley debería garantizar que la Fiscalía efectúa sus investigaciones y estudios con el necesario apoyo técnico en las materias de su competencia. 



En lugar de aumentar la planta es preferible que el Fiscal cuente con recursos para subcontratar los estudios y asesorías que estime necesarios para el cumplimiento de sus fines.



Una investigación en materia pesquera, por ejemplo, si llegara a denunciarse alguna anomalía, tendrá como apoyo a los organismos especializados como la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, al Servicio Nacional de Pesca o al Instituto de Fomento Pesquero de CORFO (IFOP). Adicionalmente, el Fiscal debería poder contratar especialistas que efectúen los análisis del caso.  Ello no justifica mantener a tales funcionarios permanentemente en la planta.  Si se trata de funcionarios no especializados, ello obligaría, llegado el caso, a buscar asesoría técnica especializada fuera de la Fiscalía.



La subcontratación parece ser una política más eficiente que un aumento de la planta. Esta atribución está bien establecida en el proyecto de ley respecto de los organismos públicos; pero no parece ser la intención de acudir a especialistas privados, independientes, y que no pertenezcan permanentemente a la Fiscalía. Un presupuesto más flexible con capacidad para subcontratar estudios parece preferible al aumento de una planta, que será menos eficiente por cuanto le llevará más tiempo contar con el especialista adecuado; o se caerá en el error de contar con el especialista permanentemente, aunque no existan investigaciones que se desarrollen dentro de su área de especialización.



El proyecto de ley otorga dos asignaciones especiales al personal de la Fiscalía Nacional Económica, que consideradas separadamente pueden tener sentido, pero el proyecto las mezcla y confunde, haciéndoles perder ese sentido y su eficacia. 



			a) 	Asignación de homologación al sector privado.  Hemos designado arbitrariamente así la asignación establecida en el artículo 17 de la ley 18.091, en favor de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que el proyecto de ley hace ahora aplicable, también, al personal de la Fiscalía Nacional Económica.



Se trata de una asignación de porcentaje variable, de pago mensual y que se calcula sobre el sueldo base y la asignación de fiscalización.



El porcentaje se fija una vez al año y dura por igual período.  Para el año siguiente puede ser mayor o menor (o ser igual a cero), pero no puede ser superior al límite que fija la ley en 200% de la asignación de fiscalización.



El objeto de esta asignación, tal como lo señala el inciso penúltimo del citado artículo 17, es aumentar o disminuir la remuneración del personal de la Superintendencia (ahora también de la Fiscalía) tomando en cuenta los sueldos que se pagan en el sector privado (en el mercado) por funciones  homologables, esto es, que se pueden comparar dentro del sistema. 



Se logra así una cierta armonía entre la exigencia constitucional de que las remuneraciones de los funcionarios públicos se fijan por ley, con la necesidad de evitar que, cuando el sector privado se desarrolla y por ello  paga sueldos más elevados, los funcionarios mejor dotados prefieran emigrar de la institución y contratarse en empresas privadas;  a su vez, cuando el sector tiende a deprimirse (la economía suele ser cíclica), un sueldo fijo por ley puede ser superior a lo que, en funciones similares, se puede ganar en una empresa.



La asignación que se comenta tiene sentido, sobre todo al ser establecida para la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.  No queda tan claro que le corresponda en igual forma al personal de la Fiscalía Nacional Económica, pero en principio se trata de reconocer que los sueldos del mercado pueden incidir en las remuneraciones del sector público, lo que no es más que una cuestión empírica, y



			b)  	Bonificación de estímulo.  El proyecto otorga a los funcionarios de la Fiscalía una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, que en principio constituye una medida que se ha visto materializada en recientes proyectos de ley, y que tiene por objeto premiar el esfuerzo personal en el sector público, lo que también en principio, es una medida correcta.



Pero el proyecto otorga este segundo beneficio económico en un contexto que lo hace contradictorio con la asignación anterior.



En efecto,  sólo se puede otorgar -el bono- al 25% mejor calificado de los que componen las plantas de directivos, profesionales y fiscalizadores, en total 30 funcionarios.  El 25% son 7 funcionarios.



A su vez, el límite del bono, para los 7 mejores, es el mismo límite que para la asignación de homologación; para los otros 23 funcionarios del universo de 30, sólo habrá derecho a la referida asignación. Para que tenga sentido el bono a los 7 mejor calificados, es necesario que la asignación nunca pueda ser pagada en el porcentaje máximo a los otros 23 funcionarios, pues dicho tope es el máximo a que tienen derecho, por concepto de bono, los 7 mejores.



Lo anterior produce las dos siguientes consecuencias negativas:



			-	por una parte, se atenúa el efecto que la ley previó para la asignación de homologación, pues sólo se podrá beneficiar en el porcentaje máximo de ésta, a quienes sean los 7 mejor calificados que tengan derecho al bono de estímulo personal.  Los otros 23 no podrán ganar la asignación en su porcentaje máximo, aunque así lo aconsejara el nivel remuneratorio del sector privado.



En principio, no parece inconveniente que el servicio premie con un sueldo similar al del sector privado a sólo los 7 mejor calificados; pero entonces lo adecuado no es establecer una asignación de homologación "a medias", sino un beneficio pecuniario "ad hoc".



			-	se crea la posibilidad legal de pagar la asignación de homologación en forma distorsionada.  En efecto, como se ha dicho, la planta de personal de la Fiscalía serán 50  funcionarios; de ellos, 30 son considerados para el bono por desempeño personal; de los 30, sólo 7 pueden ganar dicho bono en el porcentaje máximo y 23 en un porcentaje menor; pero los otros 20 funcionarios de la planta (auxiliares, administrativos y técnicos) no tienen impedimento legal para ganar la asignación de homologación en el porcentaje máximo, lo que es un contrasentido.  Es decir, el bono por desempeño personal limita la recepción de la asignación de homologación respecto de 23 funcionarios de los escalafones directivos, profesionales y fiscalizadores.



Lo que sucede es que se utilizan elementos que, separadamente tienen sentido, pero que aplicados en forma conjunta y en función uno de otro, generan distorsiones. 



Podría sostenerse que la autoridad hará uso racional de estas   atribuciones y fijará los porcentajes anuales de una y otra asignación sin producir distorsión; pero el mecanismo elegido no es el mejor. 



Antes de aprobar normas de esta naturaleza deberían presentarse simulaciones detalladas, con sueldos reales, para comprender todas sus consecuencias y evitar normas  y sistemas engorrosos que se tornan difíciles de aplicar. 



La Fiscalía Nacional Económica requiere ciertamente de una revisión; pero ésta no puede ser independiente de los otros elementos del sistema.  El proyecto de ley sólo producirá un desequilibrio en el juego de atribuciones de unos y otros, y potenciará una facultad investigadora que no está bien acotada y que presenta insalvables problemas de constitucionalidad. 





* * * * * * * *





La Confederación de la Producción y del Comercio, que había sido invitada a exponer ante la Comisión sus observaciones no concurrió, pero hizo llegar su opinión por escrito por nota dirigida al señor Presidente de la misma.



Expresa esta institución gremial que, si bien están de acuerdo con las medidas tendientes a dar mayor autonomía y profesionalismo al funcionamiento de la Fiscalía Nacional Económica, discrepan con la idea de aumentar la planta de ésta.  Creen que con las disposiciones que harán más estrictos los requisitos para postular a cargos dentro del Servicio, las que exigirán a sus funcionarios dedicación exclusiva, las que incorporarán a éstos al sistema remuneratorio de las entidades fiscalizadoras y las que establecerán bonificaciones de estímulo por desempeño funcionario, la Fiscalía Nacional Económica debería tener un notorio incremento de la productividad, que haría innecesarios los incrementos de personal, sin perjudicar de paso aI ya exigido presupuesto fiscal.



Dado el alto grado de especialización que han ido adquiriendo los temas referidos a la libre competencia, reconocen que, en ciertos casos, la capacidad de la Fiscalía se pueda ver sobrepasada.  En estas situaciones juzgan preferible que este organismo contrate los servicios temporales de profesionales externos expertos en determinadas materias, pero que en ningún caso los incluya en su planta.

Las nuevas facultades que se entregan a la Fiscalía para inspeccionar sin restricciones las operaciones, bienes y documentación de cualquier  tipo, de toda empresa entidad u organización que desarrolle actividades que pudieran infringir las normas sobre libre competencia, así como para requerir información a toda persona vinculada patrimonial o laboralmente a estas entidades y citar a declarar a estas mismas personas y a cualquier que pueda estar directa o indirectamente relacionado o tener conocimiento de infracciones a la libre competencia, constituyen el aspecto más nocivo del  Proyecto. 



Sin duda alguna, estas disposiciones son manifiestamente inconstitucionales, puesto que Constitución Política del Estado sólo permite registrar  los documentos privados "en los casos y formas determinados por la ley"  (Artículo 19 N°5), y no "sin restricciones", como señala el Proyecto.



Por otra parte el procedimiento establecido en favor de quienes se vean perjudicados por el ejercicio de las facultades anteriores resulta del todo insuficiente.  Primero, porque se ejerce ante la Comisión Resolutiva, que no es un tribunal ordinario, sino un híbrido administrativo-judicial, cuyo pronunciamiento en este caso no será susceptible de recurso alguno.  Segundo, porque se puede utilizar sólo después de que la Fiscalía ha procedido a ejercer sus facultades, es decir, no se requiere de una autorización previa.



A mayor abundamiento, el hecho de que esta cuestionada facultad pueda ejercerse respecto de “toda empresa, entidad u organización que desarrolle actividades que pudieran infringir las normas sobre libre competencia”, resulta excesivamente amplio, dejando dentro de éstas prácticamente a todo agente económico.



Pero la objeción de constitucionalidad  y de excesiva amplitud no son los únicos reparos que nos merecen las nuevas facultades otorgadas a la Fiscalía Nacional Económica.  Creemos que éstas otorgarán al Fiscal una injerencia indebida e ilimitada en las actividades de los agentes económicos produciéndose en definitiva, más costos que beneficios



No se estima conveniente que se faculte a la Fiscalía Nacional Económica para solicitar a la Policía de Investigaciones que ejecute diligencias específicas para instruir las indagaciones que lleve a efecto. Esto podría prestarse para conflictos de autoridad y otorgaría al Fiscal una injerencia indebida en materias que no le corresponden. Consideramos más adecuado mantener el actual procedimiento, en que Investigaciones sólo debe poner a disposición del Fiscal, el personal de ese Servicio que éste requiera para cumplir la  instrucción de dichas investigaciones.



Se estima conveniente la completa revisión de nuestra legislación anti-monopolios, que data de 1973, y no una reforma parcial como la que ha propuesto el Ejecutivo. Ya en la fecha de su promulgación adolecía de ciertas ambigüedades y excesiva amplitud.  A estos inconvenientes iniciales, se han ido agregando los propios del cambio de las circunstancias económicas, en especial, la apertura de nuestro país al comercio exterior y los avances tecnológicos.



Se sugieren modificaciones al decreto ley Nº 211, en los siguientes aspectos:



De una combinación de los Artículos 1° y 2° letra f) del decreto ley N° 211, se obtiene la descripción del ilícito sancionado por éste, el que puede ser tanto de naturaleza penal como económica:



"Ejecutar o celebrar, individual o colectivamente, cualquier hecho, acto, convención o arbitrio que tienda a impedir la libre competencia o que tenga por finalidad eliminar, restringir o entorpecer la misma dentro del país en las actividades económicas, tanto en las de carácter interno como en las relativas al comercio exterior.”



A la anterior descripción se debe agregar, deduciéndolo de los artículos 6° y 8° letra c) del mismo decreto ley, el denominado "abuso de posición monopólica". 



Como se ve, el ilícito sancionado es amplísimo, pudiendo abarcar cualquier estructura o conducta dependiendo del criterio de las Comisiones que establece la ley. Esta situación vulnera abiertamente el principio constitucional de la tipicidad, que señala que “ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita e ella" (Artículo 19, N°3 Inciso Final). Se ha entendido que la garantía anterior ampara también a las sanciones administrativas.



El decreto ley N° 211 establece para la prevención, investigación, corrección y represión de los atentados a la libre competencia, una serie de organismos y servicios, a saber: las Comisiones Preventivas Regionales, la Comisión Preventiva Central, la Comisión Resolutiva y la Fiscalía Nacional Económica.  A cada uno de estos entes entrega una serie de facultades jurisdiccionales y fiscalizadoras, de modo que se genera una confusión en cuánto a los alcances de cada de cada una de éstas, así como con respecto a la naturaleza de los organismos y servicio mismos.



El proyecto en discusión agrava la situación actual, entregando a la Fiscalía Nacional Económica facultades que no corresponden a un  organismo fiscalizador, sino que son propias de un tribunal, generándose así una serie de inconvenientes.



Las Comisiones establecidas por el decreto ley Nº 211 están formadas por un número considerable de funcionarios dependientes del Presidente de la República, así como por personas ajenas al conocimiento del tema (representantes de las juntas de vecinos). Por otra parte, el Fiscal es de la exclusiva confianza de éste y tanto el secretario como el relator de la Comisión Resolutiva son funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica.



Debería modificarse la integración de estas Comisiones, en el sentido de que estuvieren integradas por verdaderos jueces expertos en la materia, de modo que exista una real garantía de independencia. Es más, éstos debieran tener dedicación permanente y ser remunerados por su labor, cosa que no ocurre en la actualidad.



Por otra parte, debiera ampliarse el ámbito de resoluciones de la Comisión Resolutiva susceptibles de reclamos ante la Corte Suprema, las que en la actualidad se limitan a: las que dispongan la modificación o disolución de las personas jurídicas, la inhabilidad para ocupar determinados cargos en colegios profesionales o instituciones gremiales y la aplicación de multas.



En virtud de todo lo expuesto,  se rechaza la aprobación de los puntos señalados del proyecto de ley que fortalece la Fiscalía Nacional Económica y se propicia una revisión completa y simultánea de nuestra legislación antimonopolios, en especial, con respecto a las materias sugeridas.





* * * * * * * *





Por último, la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, que tampoco concurrió a la Comisión, formuló sus observaciones por escrito.



Señaló que les parece oportuno dejar consignado que la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, con absoluta fidelidad a los principios que inspiran su acción gremial, valora toda iniciativa que tenga como propósito perfeccionar la legislación encargada de velar por la sana competencia que necesariamente debe de existir entre los distintos agentes económicos, reconociendo adicionalmente que la normativa vigente en esta materia requiere de una revisión, atendido los cambios que la economía de nuestro país ha experimentado desde que se dictó el decreto ley Nº 211 en el año 1973.



Sin embargo, estimamos que el proyecto de ley en cuestión no aborda una modificación de la legislación antimonopolios en los términos que consideramos pertinentes, sino que se centra, fundamentalmente, en rebustecer las atribuciones del Fiscal Nacional Económico, que en algunos casos nos parecen excesivas.



En efecto, la facultad que el artículo 27, letra h) del proyecto de ley en análisis entrega al Fiscal Nacional Económico, para inspeccionar sin restricciones, por sí o a través de los funcionarios que designe al efecto, las operaciones, bienes, libros, estados, cuentas, archivos y demás documentación de toda empresa, entidad o organización que desarrolle actividades que pudieren infringir la ley para la defensa de la libre competencia, y para requerir de sus representantes, administradores, asesores o dependientes los datos, antecedentes, explicaciones o informaciones que estime necesario conocer para el debido ejercicio de sus funciones, obligándolos a colaborar y a entregar los antecedentes solicitados, la consideramos altamente inconveniente dada la discrecionalidad con que ella podrá ser ejercida por parte del Fiscal Nacional Económico, lo cual puede llevar a conductas indeseadas que afecten a la empresa objeto de la investigación.  Por otra parte, la forma en que esta concebida esta atribución del Fiscal Nacional Económico, permite que terceras personas tomen conocimiento de materias de carácter confidencial o reservadas de la empresa, lo que puede llegar a afectar seriamente la competitividad de la misma.



En consecuencia, esta facultad que el proyecto de ley pretende entregar al Fiscal Nacional Económico, debe ser acotada, en términos de establecer claramente en qué casos puede ser utilizada.  De lo contrario, a nuestro juicio se estará vulnerando la garantía consagrada en el Nº 5 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que preceptúa que las comunicaciones y documentos privados sólo pueden interceptarse, abrirse o registrarse en los casos y formas determinadas por la ley.  Desde el momento que el proyecto no señala cuáles son los casos que habilitan al Fiscal Nacional Económico para inspeccionar la documentación de terceros, sino que otorga una facultad amplia para ello, no hace otra cosa que eliminar la mencionada garantía constitucional.



Finalmente, y en lo que dice relación con el recurso ante la Comisión resolutiva que el proyecto de ley contempla para quienes consideren que la entrega de dichos antecedentes o informaciones pudiere irrogar perjuicios a sus intereses, consideramos que es absolutamente insuficiente, por cuanto sólo puede interponerse una vez ejercida la atribución por parte del Fiscal Nacional Económico y por el hecho el pronunciamiento de la mencionada Comisión no es susceptible de recurso alguno.



Por las razones anotadas anteriormente, la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile estima inconveniente aprobar el aludido proyecto de ley en los términos en que fue enviado por el Ejecutivo a la H. Cámara de Diputados.





* * * * * * * *





La Comisión invitó, asimismo, a la Sociedad Nacional de Agricultura y a la Confederación Nacional Unida de Mediana y Pequeña Industria, en dos oportunidades, para que entregaran sus observaciones pero no concurrieron ni las formularon por escrito, en forma posterior.





* * * * * * * *





Los señores Diputados integrantes de la Comisión durante la discusión general de esta iniciativa legal, entregaron sus planteamientos.



El señor Latorre expresó su apoyo al proyecto dado que busca fortalecer a la Fiscalía Nacional Económica, similar preocupación de varios señores Diputados que lo han expresado en reiteradas oportunidades.



Señaló que era importante que quede consagrado en el texto legal la importancia y validez que  tiene la asesoría técnica que brindan  los expertos en determinadas materia ante un requerimiento de la Fiscalía Nacional Económica.



Agregó que esta credibilidad que se da a sus informes, debe ser aceptada por todos los sectores vinculados a la materia que, en el caso, se analiza.



Expresó el señor Diputado que su planteamiento anterior se basa en experiencias vividas últimamente, en que frente a un requerimiento los expertos han opinado de una manera y luego, pasado un corto tiempo, estos mismos asesores frente a una consulta similar, opinan en otro sentido o en forma contraria.  Estima el señor Diputado que debiera existir un mecanismo en el texto legal que prevenga la ocurrencia de esta clase de situaciones, como ser la calificación de los expertos que informan.



El señor Tuma (Presidente) expresó, asimismo, su apoyo a la iniciativa legal en informe e insistió en la necesidad de mantener en la ley la institución de los Fiscales Regionales, en atención a que su presencia es importante en reclamos o denuncias que tienen carácter netamente local y no nacional, dado que por su calidad de regional conocen en mejor forma la materia causa del reclamo.



El señor Orpis entregó sus observaciones sobre el proyecto de ley.  Señaló que comparte la idea central pero tiene varias observaciones al respecto.



Expresó que el proyecto en estudio le deja la impresión de que no entrega una visión global de las fortalezas y debilidades del sistema de libre competencia por lo que pareciera que sólo viene a solucionar aspectos formales y de menos importancia.  Insistió en que se debe regular, en mejor forma, lo relativo a la procedencia de recursos legales ante decisiones de la Comisión Resolutiva y además, entregar atribuciones a la Fiscalía Nacional Económica para investigar distorsiones de precios que se originen en el exterior del país.



Agregó que los Fiscales y Superintendentes de Servicios del Estado no debieran ser funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República.  Expresó que para lograr una verdadera modernización del Estado, se debe ir a un sistema mixto que considere cierta autonomía de éstos.



Recordó que la actual legislación sobre la materia no considera órganos reguladores eficaces que den plena garantía a las partes, por lo que estima que sería oportuno aprovechar este texto legal para salvar la situación.



Finalmente, se manifestó partidario de que el Fiscal Nacional Económico tenga una mayor independencia en su actuar frente al Presidente de la República, en especial, en aquellos casos en que se investigan conductas económicas de personas o grupos.





* * * * * * * *





La Comisión aprobó por asentimiento unánime de los señores Diputados presentes en la sesión respectiva, la idea de legislar contenida en el proyecto de ley en informe.







En particular.



Artículo 1º.-





Por este artículo, se propone reemplazar el Título IV del decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, referido a la Fiscalía Nacional Económica.



En el texto propuesto se consideran 33 nuevos artículos permanentes y 6 transitorios, todos referidos a la Fiscalía Nacional Económica.



Artículo 21.-



Se define en este artículo a la Fiscalía Nacional Económica como un servicio público descentralizado, con personalidad y jurídica y patrimonio propio, independiente de todo organismo o servicio sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.



Luego, se dispone que la Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago, sin perjuicio de que en cada región del país exista un Fiscal Regional.  Se establece que el Fiscal Nacional será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República y deberá ser abogado con 10 años de ejercicio de la profesión, o 3 años de antigüedad en el servicio.



Cabe destaca, que en este texto se incorporan 2 ideas nuevas, cuales son que el Fiscal Nacional tiene la característica de ser de la exclusiva confianza del Presidente de la República y sube de 5 a 10 años de ejercicio profesional para optar al cargo, o acreditar 3 años de antigüedad en el servicio.



El señor Orpis formuló indicación para sustituir en el inciso segundo del artículo 21 la expresión:  “quien será de la exclusiva confianza del Presidente de la República”, por la siguiente:



“quien será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo de la mayoría de los Senadores en ejercicio y durará en su cargo cuatro años.  Será inamovible salvo que proceda una causa legal”.



Expresó el señor Diputado, en apoyo de su indicación, que acorde a sus planteamientos anteriores es partidario de dar al cargo de Fiscal Nacional Económico una mayor independencia y autonomía en la designación y dependencia de este alto funcionario, por lo que cree que al incorporar la presencia del Senado, se obtendría este propósito.



Puesta en votación la indicación antes referida, fue rechazada por 4 votos en contra y 2 votos a favor.



Luego, la Comisión aprobó por 4 votos a favor y 2 votos en contra el artículo 21, en los mismos términos propuesto en el mensaje.



Artículo 22.-



Se dispone que en cada región, con excepción de la Región Metropolitana, habrá un Fiscal Regional Económico, que estará bajo dependencia del Fiscal Nacional y será quien ejerza las funciones del servicio, en su jurisdicción.



Lo anterior es sin perjuicio de que el Fiscal Nacional Económico pueda encomendar, a funcionarios del servicio, realizar en terreno dependiente de una Fiscalía Regional, determinada función o actuación específica. 



En el texto legal vigente, existe la misma disposición aunque redactada en forma más somera.



El señor Orpis expresó que, a su juicio, es conveniente la presencia de Fiscales en las regiones del país, con el propósito de agilizar las diversas actuaciones que por ley le corresponde a este servicio pero, agregó que éstos debieran tener autonomía para desarrollar sus funciones.



La Comisión aprobó este artículo, en los mismos términos, por cuatro a favor, uno en contra y una abstención.



Artículo 23.-



Este artículo fija la planta del personal de la Fiscalía Nacional Económica, la que entrará en vigencia el día primero del mes siguiente a la publicación de la presente ley.



Se fija en 50 los cargos de planta y se aumenta a 60 la dotación máxima, conforme lo autoriza el artículo 5º transitorio.



Los cargos de planta van desde el grado 1, correspondiente al Fiscal Nacional Económico hasta el grado 21, relativo a los Auxiliares.



Esta planta se conforma con los siguientes escalafones:





-Directivos (de exclusiva confianza del Fiscal Nacional Económico)         22

-Cargos de carrrera                                                                                      3

-Profesionales                                                                                              7

-Fiscalizadores                                                                                             5

-Técnicos                                                                                                      2

-Administrativos                                                                                            6

-Auxiliares                                                                                                     5



TOTAL                                                                                                        50







Se disponen en este mismo artículo, los requisitos tantos generales como especiales que deben cumplir los postulantes a ocupar los cargos.

La Comisión aprobó por unanimidad este artículo, en los mismos términos.



Artículo 24.-



Este artículo dispone que el personal, tanto de planta como a contrata se regirán en sus relaciones laborales por las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en informe y, en subsidio, por el decreto ley Nº 3.551, de 1981 y por la ley Nº 18.834, que aprobó el Estatuto Administrativo.



El decreto ley Nº 3.551, publicado en el Diario Oficial, con fecha 2 de enero de 1981, fijó normas sobre remuneraciones y personal del Sector Público.  En su título I se refiere a las Instituciones Fiscalizadoras y a la Contraloría General de la República, excluyendo al personal de estos servicios de la Escala Unica de remuneraciones y fijando una nueva escala de sueldos y otros beneficios.



El inciso segundo establece la composición de la Junta Calificadora del personal de la Fiscalía Nacional Económica, la que se integrará con el Sub-Fiscal, por dos Jefes de Departamento que tengan la mayor antigüedad en el servicio y un representante del personal, elegido especialmente para el efecto, por éste.



La Comisión aprobó por asentimiento unánime este artículo, sin debate, y en los mismos términos propuestos.







Artículo 25.-







Esta disposición establece que el sistema de remuneraciones del personal de la Fiscalía Nacional Económica será el asignado a las Instituciones Fiscalizadoras.



Como se analizó en el artículo anterior, el decreto con fuerza de ley Nº 3.551, de 2 de enero de 1981, en su artículo 1º dispuso que determinados servicios del Estado, entre los que se incluye a la Fiscalía Nacional Económica, quedarán fuera de las normas sobre remuneraciones contenidas en el decreto ley Nº 249, de 1974 y, en cambio, se les aplicarán las contenidas en este decreto con fuerza de ley, en sus artículos 5ª y siguientes.



Se extiende al personal de la Fiscalía Nacional Económica, el beneficio consignado en el artículo 17 de la ley Nº 18.091, sustituído por el artículo 10 de la ley Nº 19.301.



Esta norma legal entregó a los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras una asignación mensual de porcentaje variable, de acuerdo con el escalafón y grado a que pertenezca el empleado y se calculará sobre el sueldo base y la asignación de fiscalización, que le corresponda.



Luego, se regula el procedimiento que se aplicará para determinar el monto de la bonificación de estímulo por desempeño funcionario.



La Comisión, después de un análisis de estas disposiciones, aprobó el artículo en los mismos términos, por la unanimidad de los señores Diputados presentes.





Artículo 26.-



Este artículo dispone que el personal de planta y a contrata de la Fiscalía Nacional Económica tendrá dedicación exclusiva al desempeño de los cargos que ocupen en el servicio.



Dado que se otorga a este personal beneficios remuneratorios similares a las Instituciones Fiscalizadoras las que también tienen la limitación de la dedicación exclusiva, se dispone similar exigencia en este caso, salvo la posibilidad de ejercer cargos docentes de hasta un máximo de 12 horas semanales, conforme lo estatuye la letra a) del artículo 81 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.



También, se hace una excepción de la exigencia de dedicación exclusiva respecto de los Fiscales Regionales, cuando éstos sean nombrados para desempeñar sus cargos en jornada parcial.



La Comisión prestó su aprobación a este artículo en los mismos términos propuestos, por asentimiento unánime.



Artículo 27.-





Se establecen en este artículo las atribuciones y deberes del Fiscal Nacional las que, en general, se mantienen similar a las ya existentes en el decreto con fuerza de ley Nº 211 y, en algunos casos, se precisa su redacción, adaptándola a las vigentes para las Instituciones Fiscalizadoras restantes.



El señor Orpis formuló dos indicaciones.  La primera a la letra h), inciso primero, para eliminar la expresión “sin restricciones”.



La segunda, para agregar un inciso segundo nuevo, a continuación del primero, que diga:  “Cuando las diligencias de investigación que decrete el Fiscal afecten garantías constitucionales deberá requerir previamente la autorización del tribunal competente, debiendo presentar los antecedentes que justifiquen la diligencia”.



Señaló el señor Diputado que esta indicación refleja lo expresado por él en la discusión general de esta iniciativa legal, en el sentido de dar al cargo de Fiscal Nacional Económico una mayor independencia del Ejecutivo y hacer participar a otro poder del Estado, como es el Senado.



Agregó el señor Orpis que, a su juicio, las funciones que el ejerce la Fiscalía Nacional Económica, tienen gran transcendencia en la actividad económica del país por lo que debiera dotarse a este servicio de autonomía, en su actuar.



Al respecto, el señor Dupré se manifestó contrario a la indicación presentada, porque ve una contradicción en el planteamiento expuesto.  Estima inconveniente limitar la facultad del Fiscal para inspeccionar operaciones, bienes, documentación de empresas o entidades que desarrollen actividades que pudiesen infringir las normas de ley en estudio.  Cree que el mismo texto legal establece los resguardos necesarios que eviten abusos de poder, al señalar que cualquier persona natural o jurídica que cree afectados sus derechos podrá solicitar a la Comisión Resolutiva que deje sin efecto, total o parcialmente el requerimiento aludido, la que a su vez, debe ceñirse a un estricto procedimiento para resolver.



El señor Latorre apoya el planteamiento del señor Dupré, señalando que entre las atribuciones que se entregan al Fiscal por este artículo, ellas están referidas a información pública, la cual tiene que ser proporcionada por las partes, dada esta característica.  Cuando se trate de información privada, rigen otras normas más precisas al respecto.



Cerrado el debate la Comisión rechazó por seis votos en contra y uno a favor, la primera de las dos indicaciones formuladas a este artículo.



Con la misma votación se rechazó la segunda de las indicaciones.



Luego, por seis votos a favor, ninguno en contra y una abstención se aprobó el artículo 27, en su texto propuesto por el mensaje.





Artículos 28, 29, 30, 30-A y 30-B.-



Estos artículos regulan las funciones que les corresponde tanto al Fiscal Nacional, a los Fiscales Regionales y a los funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica en el actuar en el ámbito que le entrega la ley, en cada caso.  Asimismo, fijan los deberes, prohibiciones y sanciones a las que están afectos por sus actuaciones.



Luego de una lectura de estas disposiciones, las que se comprenden con claridad dada su redacción, la Comisión aprobó los artículos por asentimiento unánime, en los mismos términos propuestos.



Artículo 30-C.-





Esta disposición establece los recursos económicos de que dispondrá la Fiscalía Nacional Económica para el ejercicio de sus funciones.



Los señores Dupré y Latorre señalaron, al respecto, que creen que sería más conveniente establecer ya sea en el presente proyecto de ley o, en otro texto legal propuesto, los recursos de que gozará este servicio para su desarrollo y no disponer, con lo hace la letra a), del artículo 30-C, que estos serán lo que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación, dado que esta ley es de vigencia anual y periódicamente se debe discutir y aprobar los aportes a determinados servicios públicos, lo que últimamente ha demostrado como poco conveniente.



El señor Tuma señaló que, compartiendo los criterios antes expuestos, cree que podría establecerse una disposición en el texto en debate que fije un piso mínimo en cada ley de Presupuestos, ascendente a la suma considerada en el año inmediatamente anterior.



Cerrado el debate, la Comisión aprobó este artículo 30-C por asentimiento unánime en los mismos términos propuestos.





* * * * * * * *





El señor Orpis presentó las indicaciones que a continuación se transcribe, para modificar el texto del decreto ley Nº 211. 1973.





Artículo 7º



Letras a) y b).-





1.- Para reemplazarlas por lo siguiente:  “Dos profesores universitarios, abogado o ingeniero comercial, respectivamente, designado de común acuerdo por las universidades ubicadas en la respectiva Región.”







Letra d).-



2.- Para reemplazarla por lo siguiente: “un Ministro de la Corte de Apelaciones designado por este Tribunal; cuya competencia este radicada en la respectiva Región”.





Artículo 10

Letras a) y b).-.



3.- Para reemplazarlas por la siguiente:



“Un Ministro de la Corte de Apelaciones, designado por la Corte de Apelaciones de Santiago”.





Título III

De la Comisión Resolutiva.-



4.- Para sustituirlo por: “Título III  Del Tribunal de la Competencia

Artículo 16.-  El Tribunal de la Competencia estará integrado por cinco Ministros.



Los Ministros serán elegidos en base a una propuesta del Presidente de la República, que requerirá el acuerdo de la mayoría de los Senadores en ejercicio.  No podrán ser Ministros del Tribunal de la Competencia quienes ejerzan cargos en Ministerios, Servicios Públicos o Empresas del Estado, exceptuados cargos docentes de la Universidades del  Estado.



En todo caso en la quina respectiva deberá incluirse dos personas que se hayan desempeñado como docentes de las Facultades de Derecho en alguna Universidad del Estado, o reconocidos por éste respectivamente.”





Artículo 17.-.



5.- Para reemplazarlo por el siguiente: “Artículo 17.- “El Tribunal de la Competencia ejercerá la jurisdicción comercial y económica sobre la Comisión Preventiva Regionales; Central y Fiscalía Nacional Económica y deberá resolver las materias a que se refiere el artículo 17 del decreto ley Nº 211.” 



Luego de un breve debate, el señor Tuma (Presidente) declaró inadmisibles las indicaciones en razón de que transgreden lo dispuesto en el Nº 2 del artículo 62 de la Constitución Política del Estado, que dispone que es atribución exclusiva del Presidente de la República la iniciativa para crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las empresas del Estado o municipales; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones.





* * * * * * * *







Artículo 2º.-

(del proyecto del Ejecutivo)





Por este artículo el Presidente de la República propone que se introduzcan cuatro modificaciones a los artículos 9º y 18 del decreto ley Nº 211, referidas fundamentalmente a normas procesales que deben aplicar las Comisiones Preventivas Regionales y Central y la Comisión Resolutiva, en sus resoluciones.



La Comisión aprobó por unánime estas modificaciones sin debate y en las mismas condiciones propuestas.





Disposiciones Transitorias



Articulo 1º



Este artículo señala el procedimiento que deberá cumplirse para efectuar el encasillamiento del  personal en las diversas plantas y cargos que se contemplan en el artículo 23 del decreto ley Nº 211.



Se dispone que el citado encasillamiento se efectuará por el Fiscal Nacional Económico en forma discrecional y dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha de vigencia de la planta.



El señor Orpis se manifestó contrario a autorizar que el proceso de encasillamiento sea resuelto por el Fiscal Nacional Económico, en forma discrecional, en razón de que podría prestarse a situaciones difíciles de enfrentar.



Agregó que, sin desconocer las condiciones del actual Fiscal Nacional Económico, quien estima que no incurriría en situaciones conflictivas, prefiere que se establezcan normas precisas para llevar a cabo este encasillamiento.



Se destaca que los funcionarios titulares que no sean encasillados tendrán derecho a percibir una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de seis.



Luego, se agrega en el inciso cuarto, que los funcionarios que reciban el beneficio indicado no podrán ser nombrados ni contratados en la Fiscalía Nacional Económica durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, salvo que devuelvan el monto de la indemnización percibida.



El señor Orpis opinó en contra de esta última disposición y solicitó división de la votación, en el sentido de votar aparte el inciso cuarto.



La Comisión aprobó los incisos primero, segundo y tercero por seis votos a favor, ninguno en contra y dos abstenciones.



Respecto del inciso cuarto, aprobó su supresión por mayoría de votos.



Artículo 2º.-



Este artículo consagra diversas normas para regular la situación del personal que sea encasillado en la nueva Planta que se consulta en el proyecto de ley en informe, asegurando los beneficios que tengan a la fecha tanto por concepto de remuneraciones como de otros regalías.



La Comisión aprobó este artículo por asentimiento unánime, en los mismos términos.



Artículo 3º.-



Se legisla en este artículo sobre el patrimonio de la Fiscalía Nacional Económica, que tenga a la fecha de vigencia de esta ley.



La Comisión aprobó este artículo por asentimiento unánime, en los mismos términos.







ArtículoS 4º, 5º y 6º.-



Por estos textos legales se regula, en mejor forma el procedimiento a aplicar a determinados beneficios que percibirá el personal.



Asimismo, se fija en 60 funcionarios  la dotación máxima de personal de que dispondrá la Fiscalía Nacional Económica.



Finalmente, se dispone un sistema para que el servicio enfrente el mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley en el presente año presupuestario.



La Comisión aprobó por asentimiento unánime estos tres artículos, en los mismos términos propuestos.



Se hace presente que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de la Corporación se corrigieron algunos artículos, en su redacción, sin cambiar su contenido de fondo, sólo para adaptarla desde un punto de vista formal, con el objeto de lograr una mejor técnica legislativa.







* * * * * * * *





IV.- ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICA CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.





Los artículos 30 y 30-A son de norma de carácter orgánico constitucional.



El primero, que modifica el artículo 29 del decreto ley N º 211, que entrega atribuciones para recibir e investigar denuncias por actos que importen infracción a la presente ley.



Se conjuga esta disposición con lo prescrito en el artículo 5º transitorio de la Constitución Política del Estado, en cuanto a considerar como ley de quórum especial, aquella que para su dictación requirió de similar quórum, como lo exige la referida norma constitucional.



El segundo, porque altera la competencia de los tribunales de justicia, al entregarle atribuciones de aplicación de sanciones por entorpecimiento a las investigaciones que instruya el Fiscal Nacional Económico.













V.- ARTÍCULOS QUE, CONFORME AL REGLAMENTO, CORRESPONDEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.



Corresponde que la Comisión de Hacienda conozca las siguientes disposiciones: Artículo 25, inciso segundo del Artículo 29, 30-C y Artículos 1ºy 6º Transitorios.





VI.- SE HACE PRESENTE QUE EL PROYECTO DE LEY EN INFORME FUE APROBADO EN GENERAL POR LA UNANIMIDAD DE LOS SEÑORES DIPUTADOS PRESENTES EN LA RESPECTIVA SESIÓN.





VII.-ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.





Artículo 21 (inciso segundo).-



1.-Del señor Orpis, para sustituir la expresión “quién será de la exclusiva confianza del Presidente de la República”, por la siguiente:



“quien será nombrado por el Presidente de la República con acuerdo de la mayoría de los Senadores en ejercicio y durará en su cargo cuatro años.  Será inamovible salvo que proceda una causa legal”.





Artículo 27.-



Letra h)



2.- Del señor Orpis, para eliminar, en el inciso primero, la expresión “sin restricciones”.



Para agregar un inciso segundo nuevo, a continuación del primero, que diga:



“Cuando las diligencias de investigación que decrete el Fiscal afecten garantías constitucionales, deberá requerir previamente la autorización del Tribunal competente debiendo presentar los antecedentes que justifiquen la diligencia.”





3.- Artículo 1º transitorio (inciso cuarto)

(del mensaje del Ejecutivo)



“Los funcionarios que reciban el beneficio indicado en el inciso anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la Fiscalía Nacional Económica, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”



En consecuencia, vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, os propone que aprobéis el siguiente: 









P R O Y E C T O  D E  L E Y:







“Artículo 1º.-	Reemplázase el Título IV del decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el siguiente:





"TITULO IV



DE LA FISCALIA NACIONAL ECONOMICA





Artículo 21.-	La Fiscalía Nacional Económica será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, independiente de todo organismo o servicio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.



La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago.  Estará a cargo de un funcionario, denominado Fiscal Nacional Económico, de la exclusiva confianza del Presidente de la República.  Le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del Servicio.



Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el Servicio.





Artículo 22.-	En la capital de cada una de las regiones, con excepción de la Metropolitana, habrá un Fiscal Regional Económico, quien actuará cumpliendo las funciones propias del Servicio en el respectivo territorio regional, bajo la dependencia del Fiscal Nacional, a cuya vigilancia y control quedará sometido.



Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las actividades que puedan llevar a cabo en esas regiones, los funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica que sean destinados o comisionados a ejecutar misiones o tareas determinadas del Servicio.





Artículo 23.-	Fíjase a contar del día primero del mes siguiente a la publicación de esta ley, la siguiente planta para la Fiscalía Nacional Económica:



	GRADOS	Nº CARGOS



Directivos

Exclusiva confianza



Fiscal Nacional	1	1

Subfiscal Nacional	3	1

Jefe de Departamento	3	4

Jefe de Departamento	4	4

Fiscal Regional	4	12





Cargos de carrera



Jefe de Sección	10	1

Jefe de Sección	11	2



	Subtotal	25





Profesionales



Profesional	4	2

Profesional	5	2

Profesional	6	1

Profesional	7	1

Profesional	8	1



	Subtotal	7





Fiscalizadores



Fiscalizador	10	1

Fiscalizador	11	1

Fiscalizador	12	1

Fiscalizador	13	2



	Subtotal	5





Técnicos



Técnico	14	1

Técnico	15	1



	Subtotal	2



Administrativos



Administrativo	16	1

Administrativo	17	1

Administrativo	18	2

Administrativo	19	2



	Subtotal	6





Auxiliares



Auxiliar	19	1

Auxiliar	20	2

Auxiliar	21	2



	Subtotal	5





	TOTAL PLANTA	50







Además de los requisitos generales exigidos por la ley Nº 18.834, para ingresar a la Administración del Estado, establécense los siguientes para los cargos de las plantas que en cada caso se indican:



DIRECTIVOS:	Subfiscal Nacional:

	Título de Abogado y una experiencia profesional mínima de 5 años ó 3 de experiencia o especialización en áreas afines a las funciones de la Fiscalía.

	Fiscales Regionales:

	Título de Abogado y una experiencia profesional mínima de 3 años.



JEFES DE DEPARTAMENTOS:	Título de Abogado, Ingeniero Civil o Comercial, Contador Auditor o Administrador Público, otorgado por una Universidad o Institución Profesional del Estado o reconocida por éste, y una experiencia profesional mínima de 3 años.



JEFES DE SECCION:	Título de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste y experiencia de a lo menos 3 años en la Administración del Estado.



PROFESIONALES:	Uno de los cargos Grados 4º y 5º de esta planta exigirá título de Abogado y los otros de los mismos grados, título de Ingeniero, en ambos casos con una experiencia profesional mínima de 3 años.



	Los demás cargos: Título de Abogado, Ingeniero, Contador Auditor o Administrador Público, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste.



FISCALIZADORES:	Título de Administrador Público, Contador Auditor u otro de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste.





TECNICOS:	Título de Técnico o equivalente en una especialidad del área económica, financiera, informática o estadística, otorgado por una Institución Educacional Superior del Estado o reconocida por éste; o título de Contador otorgado por alguna de las instituciones anteriores o por un establecimiento de Educación Media Técnica Profesional del Estado o reconocido por éste.



ADMINISTRATIVOS:	Licencia de Educación Media o equivalente.



AUXILIARES:	Haber aprobado la Educación Básica.



Artículo 24.-	El personal de planta de la Fiscalía Nacional Económica y el que se designe para prestar servicios en calidad de contratado, se regirá por las disposiciones de la presente ley y, en subsidio, por las pertinentes del Título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981 y las del Estatuto Administrativo aprobado por la ley Nº 18.834 y sus modificaciones.



		La Junta Calificadora del personal de la Fiscalía Nacional Económica estará integrada por el Subfiscal, que la presidirá, por los dos Jefes de Departamento más antiguos y un representante del personal elegido por éste.





Artículo 25.-	El régimen de remuneraciones del personal de la Fiscalía Nacional Económica será el correspondiente a las Instituciones Fiscalizadoras.



La asignación establecida en el artículo 17 de la ley Nº 18.091, sustituido por el artículo 10 de la ley Nº 19.301, se aplicará también al personal de planta y a contrata de la Fiscalía y se determinará en la forma que se señala en dicha disposición.  Para este efecto, el Fiscal Nacional Económico deberá informar anualmente al Ministerio de Hacienda sobre esta materia.

Con cargo a esta asignación, el personal de planta y a contrata de la Fiscalía Nacional Económica, podrá recibir una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, la que se regulará por las normas que se pasan a expresar:



		a)	La bonificación se pagará al 25% de los funcionarios pertenecientes o asimilados a las plantas de Directivos, Profesionales y Fiscalizadores de mejor desempeño en el año anterior;



		b)	Para estos efectos se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que los rigen en esta materia;



		c)	Los montos que se paguen por concepto de esta bonificación, no podrán exceder de una cuarta parte de los porcentajes fijados anualmente en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.091, y se determinarán en dicho acto administrativo.  En el mismo decreto supremo se fijará el porcentaje a percibir por los funcionarios que no hayan sido objeto de calificación en atención a su participación en el proceso calificatorio, los que no se considerarán para los efectos del límite establecido en la letra a) del presente inciso;



		d)	Los montos que se fijen de conformidad con la letra precedente, sumados a los que corresponda pagar por concepto de la asignación del artículo 17 de la ley Nº 18.091, no podrán exceder, en ningún caso, del porcentaje o proporción máximos que establece el inciso segundo de dicha disposición;



		e)	Los funcionarios beneficiarios de la bonificación sólo tendrán derecho a percibirla durante los doce meses siguientes al término del respectivo proceso calificatorio;



		f)	La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas trimestrales.  El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre  respectivo, y



		g)	Para efectos tributarios, se entenderá que la cantidad pagada en cada cuota, se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.





Artículo 26.-	El personal de planta y a contrata de la Fiscalía Nacional Económica tendrá dedicación exclusiva al desempeño de los cargos que ocupen en el Servicio, los que serán incompatibles con toda otra función en la Administración del Estado, salvo los referidos en la letra a) del artículo 81 de la ley Nº 18.834.  No podrá prestar servicios como trabajador dependiente o ejercer actividades propias del título o calidad profesional o técnica que posean para personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción del Servicio.



Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en el inciso anterior, no se aplicarán a los Fiscales Regionales que sean nombrados para desempeñar sus cargos con jornada parcial.





Artículo 27.-	El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus funciones, será independiente de todas las autoridades y tribunales ante los cuales actúe. Podrá, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.



Serán atribuciones y deberes del Fiscal Nacional:



		a)	Instruir las investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a esta ley.  La Dirección General de la Policía de Investigaciones de Chile, deberá poner a disposición del Fiscal Nacional el personal que éste requiera para el cumplimiento del cometido indicado en esta letra o ejecutar las diligencias específicas que le solicite con el mismo objeto.



El Fiscal Nacional podrá disponer que las investigaciones que se instruyan de oficio o en virtud de denuncias tengan el carácter de reservadas;



		b)	Actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el orden económico, ante la Comisión Resolutiva y los tribunales de justicia, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan en esa calidad.



Ante la Corte Suprema, el Fiscal Nacional, por sí o por delegado, podrá defender o impugnar los fallos de la Comisión Resolutiva.



Respecto de las investigaciones practicadas por las Comisiones Preventivas y por los Fiscales Regionales y de los cargos formulados por unas y por otros, el Fiscal Nacional podrá hacerlos suyos, ejerciendo sus funciones acusadoras ante la Comisión Resolutiva o desestimarlos, con informe fundado a esta misma;



		c)	Requerir de la Comisiones, el ejercicio de cualquiera de sus atribuciones y la adopción de medidas preventivas con ocasión de las investigaciones que la Fiscalía se encuentre ejecutando;



		d)	Velar por el cumplimiento de los fallos, decisiones, dictámenes e instrucciones que dicten las Comisiones o los tribunales de justicia en las materias a que se refiere esta ley;



		e)	Emitir los informes que soliciten la Comisión Resolutiva y las Comisiones Preventivas;



		f)	Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos y servicios públicos, de las municipalidades o de las empresas, entidades o sociedades en que el Estado o sus empresas, entidades o sociedades, o las municipalidades, tengan aporte, representación o participación, quienes estarán obligados a prestarla;



		g)	Requerir de cualquier oficina, servicio o entidad referida en la letra anterior, que ponga a su disposición los antecedentes que estime necesarios para las investigaciones, denuncias o querellas que se encuentre practicando o en que le corresponda intervenir.



El Fiscal Nacional también podrá recabar y ejecutar por medio de los funcionarios que corresponda, el examen de toda documentación, elementos contables y otros que estime necesarios;



		h)	Inspeccionar sin restricciones, por sí o a través de los funcionarios que designe al efecto, las operaciones, bienes, libros, estados, cuentas, archivos y demás documentación de toda empresa, entidad u organización que desarrolle actividades que pudieren infringir la presente ley, y requerir de sus representantes, administradores, asesores o dependientes, los datos, antecedentes, explicaciones o informaciones que estime necesario conocer para el debido ejercicio de sus funciones, quienes estarán obligados a prestar la colaboración y entregar los antecedentes solicitados.



Además, podrá citar a declarar a las personas indicadas en el inciso anterior y a toda otra que hubiere ejecutado y celebrado con ellos, o conociere de actos o convenciones de cualquier naturaleza, respecto de hechos o situaciones cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones, pudiendo encomendar esta diligencia a uno o más funcionarios de la Fiscalía.  Las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, no estarán obligadas a comparecer y declararán por escrito.



Las personas naturales y los representantes de personas jurídicas a las que el Fiscal Nacional requiera antecedentes o informaciones cuya entrega pudiera irrogar perjuicio a sus intereses o a los de terceros, podrán solicitar a la Comisión Resolutiva que deje sin efecto total o parcialmente el requerimiento.



Estas solicitudes deberán ser fundadas y se presentarán a la Fiscalía Nacional Económica dentro de los 5 días siguientes a la comunicación del requerimiento, el que se suspenderá automáticamente al ingresar la respectiva presentación.



La Comisión Resolutiva conocerá y resolverá dichas solicitudes, en su sesión más próxima, con informe verbal o escrito del Fiscal Nacional y su pronunciamiento no será susceptible de recurso alguno;



	i)	Ejercitar la acción penal por sí o por delegado, cuando se lo ordene la Comisión Resolutiva, de acuerdo con el número 5 de la letra a) del artículo 17 de la presente ley.



El Fiscal Nacional podrá delegar el ejercicio de la acción penal que le corresponde, en los abogados de la Fiscalía, en los Fiscales Regionales, o en el Consejo de Defensa del Estado;



	j)	Ejecutar y celebrar toda clase de actos y contratos sobre bienes muebles e inmuebles y sobre cosas corporales o incorporales que integren el patrimonio del Servicio, incluso aquellos que permitan enajenar y transferir el dominio y transigir respecto de derechos, acciones y obligaciones, sean contractuales o extracontractuales.



			Las transacciones a que se refiere el inciso anterior deberán ser aprobadas por resolución del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de sumas superiores a dos mil unidades de fomento, y



		k)	Las demás que señalen las leyes.





Artículo 28.-	Los Fiscales Regionales tendrán las atribuciones y deberes señalados en el artículo 27, con excepción de las previstas en sus letras b), h), i) y j), pudiendo ejercer, además, las facultades que les delegue o encomiende el Fiscal Nacional.



Si el conocimiento de un asunto corresponde, por su naturaleza, a la Comisión Resolutiva, el respectivo Fiscal Regional deberá proponerlo al Fiscal Nacional.





Artículo 29.-	El Fiscal Nacional podrá, cuando lo estime necesario, asumir, por sí o por delegado, la representación de la Fiscalía en cualquier proceso e intervenir, de igual manera, en cualquier instancia, trámite o actuación determinada ante los tribunales de justicia o autoridades administrativas o municipales.



En sus escritos y actuaciones ante las Comisiones y los tribunales de justicia, la Fiscalía estará exenta de los impuestos que establecen las leyes y los abogados que la representen podrán comparecer personalmente ante los Tribunales Superiores. 





Artículo 30.-	La Fiscalía y las Comisiones Preventivas deberán recibir e investigar, según corresponda, las denuncias que formulen particulares respecto de actos que puedan importar infracción a las normas de la presente ley, sin perjuicio que puedan remitir a las autoridades competentes, aquéllas que deban ser conocidas por otros organismos en razón de la naturaleza de las materias a que se refieran.





Artículo 30 A.-	Las personas que entorpezcan las investigaciones que instruya la Fiscalía Nacional Económica en el ámbito de sus funciones, podrán ser apremiadas con arresto hasta por 15 días y si el entorpecimiento se mantuviere, su autor será penado con presidio menor en cualquiera de sus grados.  Si se tratara de un funcionario público será, además, penado con la pérdida del empleo. La orden de arresto y el proceso criminal, en su caso, se dará e instruirá, respectivamente, por el juez letrado con jurisdicción en lo criminal que sea competente según las reglas generales, a requerimiento del Fiscal Nacional.



	Los funcionarios y demás personas que presten servicios en la Fiscalía Nacional Económica, estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores y, especialmente, aquellos obtenidos en virtud de las facultades indicadas en las letras a), g) y h) del artículo 27.  Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones de la Fiscalía Nacional y el ejercicio de las acciones ante las Comisiones Preventivas, la Comisión Resolutiva o los tribunales de justicia.



	La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246 y 247 del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta.



Artículo 30 B.-	Los integrantes de las Comisiones Preventivas y de la Comisión Resolutiva, cualquiera sea la calidad en que actúen, así como los asesores o consultores que presten servicios sobre la base de honorarios para la Fiscalía Nacional Económica, se considerarán comprendidos en la disposición del artículo 260 del Código Penal.





Artículo 30 C.-	La Fiscalía Nacional Económica se financiará con los siguientes recursos, que se incorporarán a su patrimonio y se administrarán de acuerdo con la Ley de Administración Financiera del Estado, aprobada por el decreto ley Nº 1.263, de 1975, y sus modificaciones:



		a)	El aporte que se consulte anualmente en la Ley de Prepuestos de la Nación;



		b)	Las costas y demás sumas que pueda percibir en los procedimientos en que participe;



		c)	Los ingresos estipulados en los convenios de asesoría, investigación o de otra naturaleza que pueda celebrar con universidades y otras entidades docentes o de investigación públicas o privadas, nacionales o extranjeras;



		d)	Los derechos por concepto de certificados y copias que extienda, relativos a expedientes tramitados ante las Comisiones y la misma Fiscalía, y



		e)	Los bienes e ingresos de otra naturaleza que reciba a cualquier título.



		Las multas que aplique la Comisión Resolutiva por infracciones a la presente ley, serán de beneficio fiscal.".





ARTICULO 2º.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



			a)	En el inciso primero del artículo 9º, intercálase la frase "las que se notificarán por cédula," entre los vocablos "Central" seguido de una coma (,) y "se" y reemplázase en el mismo inciso el término "tres" por "cinco";



			b)	En el inciso segundo del artículo 9º, sustitúyese la voz "tercero" por "séptimo";



			c)	En la letra A) del inciso cuarto del artículo 18, reemplázase la frase "en los artículos 40 y 41 de la ley Nº 4.409, Orgánica del Colegio de Abogados" por "en el artículo 1º de la ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio"; y 



			d)	En el inciso primero de la letra M) del mismo inciso cuarto del artículo 18, sustitúyese la frase "la sentencia definitiva, que se notificará" por "la que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, que se notificarán".





ARTICULOS TRANSITORIOS





ARTICULO 1º.-	El encasillamiento en las plantas fijadas en el artículo 23 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, se efectuará discrecionalmente por el Fiscal Nacional, dentro del plazo de 120 días, contados desde la fecha de vigencia de la planta, sin sujeción a las normas estatutarias permanentes relativas a la provisión de cargos, siempre que reúnan los requisitos indicados en el citado artículo 23, pudiendo eximir de los requisitos de experiencia a los directivos y profesionales.



El encasillamiento podrá comprender al personal a contrata y remunerado a honorarios asimilado a grado, en servicio a la fecha de publicación de esta ley.



Los funcionarios titulares que no sean encasillados, tendrán derecho a percibir la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834, sin perjuicio de la jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional a que se acojan o estén acogidos.  Esta indemnización será compatible con el desahucio que pudiere corresponderles.  Sin embargo, no podrá percibirse conjuntamente con la establecida en el artículo 20 transitorio de la misma ley, en el evento que ello fuera procedente, debiendo optar por la que más convenga a sus intereses.





ARTICULO 2º.-	El personal que resulte encasillado mantendrá el nivel de sus remuneraciones y, si se produjeran diferencias, estas se pagarán por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción en lo que sean las remuneraciones que sirven de base para calcularlas.  Esta planilla suplementaria se absorberá por los incrementos que el funcionario experimente en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales que se concedan al sector público.



Asimismo, este personal conservará el número de bienios que estuvieren pecibiendo, como también el tiempo computable para el caso de uno nuevo y mantendrá el derecho a jubilar en los términos previstos en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, en relación con lo establecido en los artículos 14 y 15 transitorios de la ley Nº 18.834, ni les afectará en el derecho conferido por el artículo 2º transitorio de la ley Nº 18.972, a quien corresponda.





ARTICULO 3º.-	Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 30 C del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, el patrimonio de la Fiscalía Nacional Económica estará formado por todos los bienes muebles o inmuebles adquiridos por ese Servicio o por el Fisco y que se encuentran destinados exclusivamente a su funcionamiento, los que se le entenderán transferidos en dominio por el solo ministerio de la ley.



			Con el objeto de practicar las inscripciones y anotaciones que procedieren en los respectivos Registros Conservadores de Bienes Raíces o en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, el Fiscal Nacional dictará una resolución en que individualizará los inmuebles y vehículos que en virtud de esta disposición se transfieren, la que se reducirá a escritura pública.



			En caso de duda, corresponderá al Presidente de la República determinar, mediante decreto supremo dictado a través del Ministerio de Bienes Nacionales, si un inmueble se encuentra o no destinado exclusivamente al funcionamiento de la Fiscalía Nacional Económica.





ARTICULO 4º.-	Las disposiciones del artículo 25 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, en lo pertinente a la bonificación de estimulo por desempeño funcionario, entrarán a regir a contar de la fecha de vigencia de la planta, sobre la base de los resultados del proceso calificatorio correspondiente al año anterior.  Las cuotas trimestrales que hayan podido acumularse desde dicha fecha hasta la de la total tramitación del decreto supremo pertinente, se pagarán de una sola vez.



ARTICULO 5º.-	A contar de la fecha de vigencia de la planta establecida en el artículo 23 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, fíjase en 60, la dotación máxima de personal autorizada a la Fiscalía Nacional Económica por la ley de presupuesto del sector público vigente.  No regirá la limitación señalada en el inciso segundo del artículo 9º de la Ley Nº 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.



ARTICULO 6º.-	El gasto que represente la aplicación de esta ley para el presente año se financiará con los recursos que contempla el presupuesto vigente de la Fiscalía Nacional Económica.  No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar este presupuesto en la parte que no sea posible financiar con sus recursos.".







Se designó Diputado informante al señor Juan Carlos Latorre Carmona y a falta de éste al señor Eugenio Tuma Zedan.



Sala de la Comisión, a 13 de enero de 1998.



























Acordado en sesiones de fecha 4 y 18 de noviembre, 16 de diciembre de 1997, 6 y 13 de enero de 1998, con la asistencia de los siguientes señores Diputados:  Eugenio Tuma (Presidente), Claudio Alvarado, Gabriel Ascencio (en reemplazo de Jorge Pizarro), Carlos Caminondo, Carlos Dupré, Miguel Hernández (en reemplazo de Roberto León), Juan Carlos Latorre, Sergio Morales, Jaime Orpis, Aníbal Pérez, Ramón Pérez, Jorge Pizarro y Alfonso Vargas.

















LUIS PINTO LEIGHTON

Secretario de la Comisión
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